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 I. DECISIONES Y ACUERDOS 



 6 

  TRIBUNAL CONSTITUCIONAL 

 

 

1. SENTENCIAS 

 

1.1. SENTENCIA 18/2022, DE 9 DE FEBRERO DE 2022, EN RELACIÓN CON LA 

LEY DEL PARLAMENTO DE CATALUÑA 8/2020, DE 30 DE JULIO, DE 

ORDENACIÓN DEL LITORAL. (Publicada en el BOE de 10.03.2022). 

 

 a) Antecedentes 

 

- Promotor del recurso: Presidente del Gobierno (Núm. 2721-2021). 

 

- Norma impugnada: Ley del Parlamento de Cataluña 8/2020, de 30 de 

julio, de ordenación del litoral. 

 

- Extensión de la impugnación: Artículos 20.1 b) y 30 d). 

 

- Motivación del recurso: Ausencia de competencia de la Generalitat para 

atribuir a los ayuntamientos competencia para otorgar autorizaciones para 

actividades previstas en los planes de uso del litoral y de las playas al ser 

su competencia simplemente ejecutiva o de “gestión”, conforme al artículo 

149.3 b) EAC y vulneración del artículo 115 de la Ley 22/1988, de 28 de 

julio, de costas, de carácter básico de acuerdo con el art. 149.1.23 CE 

(medio ambiente), al no reconocer este precepto el otorgamiento de 

autorizaciones entre las “competencias municipales” relacionadas en el 

mismo. 

 

b) Comentario-resumen 
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El presidente del Gobierno interpone recurso de inconstitucionalidad contra los 

artículos 20.1 b) y 30 d) de la Ley del Parlamento de Cataluña 8/2020, de 30 de 

julio, de ordenación del litoral, que atribuyen a los ayuntamientos competencia 

para otorgar “autorizaciones” para actividades previstas por los planes de uso 

del litoral y de las playas. 

 

El Gobierno y el Parlamento de Cataluña sostienen que esta competencia 

municipal está amparada en la competencia general y “exclusiva” sobre 

“ordenación del litoral” del art. 149.3 EAC a) y, en concreto, en la de 

“establecimiento y la regulación de los planes territoriales de ordenación y uso 

del litoral y de las playas, así como la regulación del procedimiento de 

tramitación y aprobación de estos instrumentos y planes” y no en la letra b) 

invocada en el recurso. El propio tenor literal del art. 149.3 b) abona esta 

conclusión, ya que dentro de la “gestión de los títulos de ocupación y uso del 

dominio público marítimo terrestre” incluye “el otorgamiento de autorizaciones y 

concesiones y, en todo caso, las concesiones de obras fijas en el mar, 

respetando las excepciones que puedan establecerse por motivos 

medioambientales (…)”. 

 

Niegan, por otra parte, que el art. 115 de la Ley de Costas suponga un obstáculo 

para asignar a los ayuntamientos la competencia impugnada.  El Gobierno, por 

el contrario, considera que los artículos impugnados habrían “desapoderado” a la 

administración autonómica de una competencia que tiene estatutariamente 

reservada. 

 

El TC somete a examen este recurso reparando en dos aspectos: 
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1. Competencia de la Generalitat sobre la “gestión” de las autorizaciones de 

dominio público marítimo terrestre: artículo 149.3 b) del Estatuto de Autonomía 

de Cataluña 

 

Recordando su doctrina anterior (SSTC 31/2010 y 149/91) entiende el TC que la 

competencia del art. 149.3 b) EAC sobre la “gestión” de los títulos de ocupación 

del dominio público marítimo terrestre, se integra en la competencia más amplia 

de ordenación del litoral por lo que, siendo la Generalitat competente en materia 

de ordenación del litoral, la gestión de los títulos no menoscaba la competencia 

del Estado sobre la protección del litoral derivada del art. 132.2 CE.  

 

El TC señala que no se puede otorgar al término “gestión” del art. 149.3 b) EAC 

un significado restrictivo por lo que debe entenderse que incluye la competencia 

sobre los títulos de ocupación y uso del dominio público marítimo terrestre.  

 

2. Competencias de los ayuntamientos: artículo 115 de la Ley de costas 

 

El TC examina aquí si, no siendo obstáculo el término “gestión” del art 149.3 b) 

EAC, puede no obstante el art. 115 de la Ley de Costas impedir que la Ley 

8/2020 atribuya a los ayuntamientos la competencia para otorgar las 

autorizaciones de uso del dominio público marítimo terrestre, al no estar prevista 

esta función en la enumeración de competencias municipales del citado art. 115.  

En opinión del recurrente, la ausencia de mención en el mismo a la competencia 

sobre el otorgamiento de autorizaciones impide a la ley autonómica atribuírsela a 

los ayuntamientos y supondría una vulneración del artículo 149.1.23ª CE . 

 

El TC mantiene aquí el art. 110 b) de la Ley de costas, formalmente no 

derogado, atribuye a la administración del Estado el otorgamiento de las 

autorizaciones para ocupación y uso del dominio público, pero con la reforma del 

Estatuto de Autonomía de 2006 esa competencia pasó directamente a la 
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Generalitat de Cataluña como competencia propia por efecto del art. 149.3 b) 

EAC. Así pues, desde el Estatuto de 2006 la competencia estatal derivada del 

art. 149.1.23 CE debe entenderse limitada a establecer el régimen jurídico de la 

“utilización del dominio público” (título III de la Ley de costas, arts. 31 y ss.) y en 

concreto de las autorizaciones, que son las aquí afectadas (arts. 51 y ss. de la 

misma ley), sin incluir ya la competencia para su otorgamiento. 

 

La Ley autonómica se ampara en la competencia general sobre ordenación del 

litoral, que no ha cuestionado el recurrente, y establece un sistema de planes 

ordenados en cascada (plan autonómico general y planes de desarrollo 

municipales) que atribuye a estos últimos, con sujeción a la normativa estatal y 

autonómica, la regulación de actividades susceptibles de ser autorizadas en 

cada término municipal sin necesidad de instalaciones permanentes.  

 

En suma, de acuerdo con el reparto de competencias resultante de la 

Constitución y el EAC, el art. 115 de la Ley de costas de 1988 invocado en el 

recurso no impide a esta Comunidad Autónoma atribuir a los ayuntamientos la 

competencia para otorgar las autorizaciones de uso del dominio público marítimo 

terrestre “respetando el régimen general del dominio público” establecido por el 

Estado (art. 149.3 EAC), como han hecho los preceptos impugnados. Así, de 

acuerdo con el reparto de competencias resultante de la Constitución y el EAC, 

el art. 115 de la Ley de Costas de 1988 no impide a la Comunidad Autónoma 

demandada atribuir a los ayuntamientos la competencia para otorgar las 

autorizaciones de uso del dominio público marítimo terrestre “respetando el 

régimen general del dominio público” establecido por el Estado (art. 149.3 EAC), 

como han hecho los preceptos impugnados. 

 

FALLO: desestimatorio. 
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1.2. SENTENCIA 21/2022, DE 9 DE FEBRERO DE 2022, EN RELACIÓN CON LA 

LEY DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS 3/2020, DE 30 DE DICIEMBRE, DE 

PRESUPUESTOS GENERALES PARA 2021  QUE MODIFICA EL TEXTO 

REFUNDIDO DE LAS DISPOSICIONES LEGALES DEL PRINCIPADO DE 

ASTURIAS EN MATERIA DE TRIBUTOS CEDIDOS POR EL ESTADO, 

APROBADO MEDIANTE DECRETO LEGISLATIVO 2/2014, DE 22 DE 

OCTUBRE. (Publicada en el BOE de 10.03.2022). 

 

 a) Antecedentes 

 

- Promotor del recurso: Presidente del Gobierno (Núm.6179-2021).         
                   
 

- Norma impugnada: Ley del Principado de Asturias 3/2020, de 30 de 

diciembre, de Presupuestos Generales para 2021 que modifica el Texto 

refundido de las disposiciones legales del Principado de Asturias en 

materia de tributos cedidos por el Estado, aprobado mediante Decreto 

Legislativo 2/2014, de 22 de octubre. 

 

- Extensión de la impugnación: Artículo 14 nonies, en la redacción dada 

por el art. 39.8 de la Ley de la Junta General del Principado de Asturias 

3/2020, de 30 de diciembre, de Presupuestos generales para 2021. 

 

- Motivación del recurso: La representación estatal denuncia que la 

norma autonómica impugnada desborda el ámbito de la cesión de 

competencias normativas a la comunidad autónoma sobre el IRPF, por lo 

que invade el ámbito competencial exclusivo del Estado sobre “hacienda 

general” (art. 149.1.14 CE) al crear una nueva deducción autonómica en 

el impuesto sobre la renta de las personas físicas (IRPF) “por la obtención 

de subvenciones y/o ayudas para paliar el impacto provocado por la 

Covid-19 sobre los sectores especialmente afectados por la pandemia”. 
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b) Comentario-resumen 

 

El TC comienza analizando la Distribución de competencias respecto de 

las deducciones en la cuota del IRPF con remisión a su STC 186/2021, 

FJ. 2, cuyas líneas fundamentales son las siguientes: 

 

a) Los impuestos cedidos son tributos de titularidad estatal, fruto de la 

potestad tributaria originaria del Estado ex art. 133.1 CE y de su 

competencia exclusiva sobre “hacienda general” (art. 149.1.14 CE).  

 

Por tanto, es el Estado el que establece, “la regulación esencial de la 

cesión, actualmente recogida en los arts. 10, 11, 19.2 y 20.2, 3 y 5 

LOFCA. La Ley 22/2009, de 18 de diciembre, por la que se regula el 

sistema de financiación de las Comunidades Autónomas de régimen 

común y Ciudades con Estatuto de Autonomía desarrolla ese marco 

orgánico general de cesión. 

 

En concreto, para el Principado de Asturias, dicha cesión se produce en la 

Ley 19/2010, de 16 de julio, del régimen de cesión de tributos del Estado 

a la Comunidad Autónoma del Principado de Asturias y de fijación del 

alcance y condiciones de dicha cesión. 

 

b) Los tributos cedidos son establecidos y regulados principalmente por el 

Estado, si bien su rendimiento corresponde total o parcialmente a las 

comunidades autónomas (art. 10.1 LOFCA). Pero la cesión a las 

comunidades autónomas no implica “la transmisión de la titularidad sobre 

el mismo [tributo cedido] o sobre el ejercicio de las competencias 

inherentes al mismo”. El régimen legal de los tributos cedidos varía en 
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función de la figura impositiva objeto de cesión. 

 

c) En lo atinente al IRPF, el régimen de cesión establece, de un lado, la 

atribución del rendimiento correspondiente al 50 por 100 del impuesto. De 

otro lado, de acuerdo con lo dispuesto en los arts. 150.1 CE y 19.2 

LOFCA, la cesión de tributos a las comunidades autónomas incluye la 

delegación de competencias normativas que, en cada caso, se indiquen al 

regular la cesión aplicable ratione temporis (por todas, STC 33/2016, FJ 

4).  

 

En cuanto al IRPF, estas competencias normativas delegadas consisten, 

en virtud del art. 19.2 a) LOFCA, en “la fijación de la cuantía del mínimo 

personal y familiar y la regulación de la tarifa y deducciones de la cuota”. 

El ejercicio autonómico de dichas competencias normativas debe 

realizarse “en los términos que establezca la ley que regule la cesión de 

tributos” (arts. 10.3 y 19.2 LOFCA) y esta se remite a lo dispuesto en la 

citada Ley 22/2009 18 de diciembre, cuyo art. 46 (“Alcance de las 

competencias normativas en el IRPF”) dispone lo siguiente: 

“1. En el impuesto sobre la renta de las personas físicas, las comunidades 

autónomas podrán asumir competencias normativas sobre: (…) 

c) Deducciones en la cuota íntegra autonómica por: 

Subvenciones y ayudas públicas no exentas que se perciban de la 

comunidad autónoma, con excepción de las que afecten al desarrollo de 

actividades económicas o a las rentas que se integren en la base del 

ahorro”. 

                       

Seguidamente el TC analiza si el establecimiento por el P. de Asturias de 

la deducción autonómica impugnada se ajusta al marco y límites fijados 

por el Estado en el art. 46 de la Ley 22/2009. 
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Lo primero a precisar es que, según el tenor de la norma impugnada, la 

deducción tiene por destinatarios a contribuyentes del IRPF que hayan 

obtenido subvenciones y/o ayudas autonómicas “para paliar el impacto 

provocado por la Covid-19 sobre los sectores especialmente afectados 

por la pandemia”, de lo que se colige que el beneficio fiscal tiene como 

destinatarios a contribuyentes del IRPF que desarrollan actividades 

económicas, aspecto que el demandado no niega.  

 

El TC aclara entonces que, conforme a lo dispuesto en el art. 27.1 LIRPF, 

las subvenciones y ayudas de cualquier clase, percibidas por empresarios 

y profesionales por razón de su actividad, constituyen ingresos contables 

que tienen la calificación de “rendimientos de actividades económicas”.  

El art. 14.1 b) LIRPF se remite a estos efectos a los criterios del impuesto 

sobre sociedades, de manera que cuando las ayudas se aplican a 

compensar gastos del ejercicio o la pérdida de ingresos, tendrán el 

tratamiento de subvenciones corrientes y deberán tributar como ingresos 

del ejercicio.  

 

Por lo tanto, estas ayudas se integran en la base imponible general del 

IRPF, en concepto de rendimientos de actividades económicas. 

 

El letrado del Gobierno del Principado de Asturias, tras admitir que la 

deducción está prevista para empresarios o profesionales perceptores de 

subvenciones o ayudas destinadas a compensar la pérdida de actividad 

económica debida a la pandemia sostiene que, como no persiguen la 

finalidad de incentivar una actividad, sino paliar los perjuicios de la 

inactividad, no afectan al “desarrollo de actividades económicas”, de 

modo que no están exceptuadas de la competencia autonómica por el art. 

46.1 c) de la Ley 22/2009. 
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El TC, por el contrario, no acoge dicha argumentación puesto que toda  

subvención y ayuda pública percibida por empresarios y profesionales, 

constituyen ingresos que se integran en los rendimientos de actividades 

económicas, aunque se dirijan a compensar pérdidas, en este caso, por  

la escasa o nula actividad por razón de la pandemia y aunque su 

perceptor no haya obtenido otro ingreso, al no haber podido desarrollar su 

actividad, por lo que éste deberá integrar el importe de la subvención o 

ayuda recibida de la comunidad autónoma en la base imponible general 

del IRPF, en el apartado “rendimientos de actividades económicas”.  

 

Ahora bien, el empresario o profesional que reciba la subvención o ayuda 

tributará por los rendimientos netos, es decir, una vez descontados los 

gastos deducibles, según las reglas del impuesto sobre sociedades (art. 

28.1 LIRPF). Por tanto, si aun después de integrar la subvención o ayuda, 

el resultado neto de la actividad es negativo, no habrá tributación efectiva 

por el concepto “rendimientos de actividades económicas”. 

 

Sobre la base de los anteriores argumentos, el TC concluye que una 

deducción como la impugnada queda excluida de las que pueden 

establecer las comunidades autónomas, ya que “afect[a] al desarrollo de 

actividades económicas”. 

 

FALLO: el Tribunal Constitucional estima el recurso y, en consecuencia, 

declara la inconstitucionalidad y nulidad del artículo 14 nonies del texto 

refundido con el alcance previsto en el fundamento jurídico 4 (las 

obligaciones tributarias devengadas al amparo de la norma impugnada 

amparo no son susceptibles de ser revisadas como consecuencia de la 

inconstitucionalidad y nulidad ahora declarada).     
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1.3. SENTENCIA 28/2022, DE 24 DE FEBRERO DE 2022, EN RELACIÓN CON EL 

DECRETO-LEY DEL GOBIERNO DE LA GENERALITAT DE CATALUÑA 

37/2020, DE 3 DE NOVIEMBRE, DE REFUERZO DE LA PROTECCIÓN DEL 

DERECHO A LA VIVIENDA ANTE LOS EFECTOS DE LA PANDEMIA DE LA 

COVID-19. (Publicada en el BOE de 25.03.2022). 

 

 a) Antecedentes 

 

- Promotor del recurso: Presidente del Gobierno (Núm. 5389-2021). 

 

- Norma impugnada: Decreto-ley del Gobierno de la Generalitat de 

Cataluña 37/2020, de 3 de noviembre, de refuerzo de la protección del 

derecho a la vivienda ante los efectos de la pandemia de la Covid-19. 

 

- Extensión de la impugnación: Apartados 1, 2 y 3 del artículo único. 

 

- Motivación del recurso: Vulneración de la competencia del Estado sobre 

“legislación procesal, sin perjuicio de las necesarias especialidades que 

en este orden se deriven de las particularidades del derecho sustantivo de 

las comunidades autónomas” del art. 149.1.6 de la Constitución, al 

condicionar los tres apartados la admisión de ciertas acciones judiciales. 

 

b) Comentario-resumen 

 

El artículo único del Decreto-ley del Gobierno de la Generalitat de 

Cataluña 37/2020 introduce las siguientes modificaciones en la Ley 

24/2015: 

 

Apartado 1. Obligación de acreditar que se ha formulado una propuesta 

de alquiler social previa a las acciones judiciales. 
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Se modifica el primer párrafo del apartado 1 de la disposición adicional 

primera de la Ley 24/2015, que queda redactado de la manera siguiente: 

‘1. La obligación a que hace referencia el artículo 5, de acreditar que se 

ha formulado una propuesta de alquiler social antes de interponer 

determinadas demandas judiciales, se hace extensiva en los mismos 

términos en cualquier acción ejecutiva derivada de la reclamación de una 

deuda hipotecaria y a las demandas de desahucio siguientes’ . 

 

Apartado 2. Interrupción de procedimientos ya iniciados. 

Se añade un nuevo apartado, el 1 bis, a la disposición adicional primera 

de la Ley 24/2015, de 29 de julio, con la redacción siguiente: 

“1 bis. Los procedimientos iniciados en que no se haya acreditado la 

formulación de la oferta de alquiler social se tienen que interrumpir a fin 

de que esta oferta pueda ser formulada y acreditada”. 

 

Apartado 3. Suspensión de resoluciones judiciales. 

Se añade una nueva disposición adicional, la tercera, a la Ley 24/2015, de 

29 de julio, con la redacción siguiente “Durante la vigencia del estado de 

alarma o de una medida que comporte restricciones a la libertad de 

circulación por razones sanitarias, se suspenderán las ejecuciones de 

resoluciones judiciales que comporten el lanzamiento de personas o 

unidades familiares que se encuentren dentro de los parámetros de riesgo 

de exclusión residencial previstos en esta Ley (…)”. 

 

1. El TC comienza haciendo dos pronunciamientos procesales: 

a) la parte demandada sostiene que la STC 16/2021, de 28 de enero, 

declaró ya inconstitucional y nula la disposición adicional primera de la 

Ley 24/2015, añadida por el Decreto-ley 17/2019 impugnado en aquella 

ocasión.  El TC recuerda, sin embargo, que la STC 16/2021 resolvió el 
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fondo del recurso contra el art. 5.7 del Decreto-ley 17/2019 (disposición 

adicional primera de la Ley 24/2015) y lo estimó por considerar que la 

norma afectaba al derecho de propiedad de una manera proscrita por los 

arts. 64.1 EAC y 86.1. Pero los apartados 1 y 2 del artículo único del 

Decreto-ley 37/2020 no se vieron afectados por la parte dispositiva de la 

STC 16/2021, que solamente expulsó del ordenamiento el art. 5.7 del 

Decreto-ley 17/2019.  

b) La letrada del Parlamento de Cataluña solicita también un 

pronunciamiento procesal respecto del apartado 3 argumentando que 

esta nueva disposición adicional tercera es una norma temporal limitada a 

la “vigencia del estado de alarma” existente en el momento de su 

aprobación (el declarado por Real Decreto 926/2020, de 25 de octubre). 

Tampoco admite el Tribunal esta argumentación reparando en que la 

nueva disposición establece la suspensión de la ejecución de 

determinadas resoluciones judiciales al decir, textualmente “durante la 

vigencia del estado de alarma o de una medida que comporte 

restricciones a la libertad de circulación por razones sanitarias”, lo que 

permite extender los efectos de la norma más allá del estado de alarma. 

 

2. Entrando ya en el examen de fondo, la parte actora sostiene que los 

tres apartados impugnados son normas de carácter procesal que vulneran 

por ello la competencia exclusiva del Estado sobre la materia al no poder 

ampararse en las especialidades autonómicas que permite el art. 149.1.6 

CE que atribuye al Estado la “legislación procesal, sin perjuicio de las 

necesarias especialidades que en este orden se deriven de las 

particularidades del derecho sustantivo de las Comunidades Autónomas”. 

 

El TC precisa que ‘la competencia asumida por las comunidades 

autónomas al amparo de la salvedad recogida en el artículo 149.1.6 CE 

no les permite, sin más, introducir en su ordenamiento normas procesales 
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por el mero hecho de haber promulgado regulaciones de Derecho 

sustantivo en el ejercicio de sus competencias, esto es, innovar el 

ordenamiento procesal en relación con la defensa jurídica de aquellos 

derechos e intereses que materialmente regulen, lo que equivaldría a 

vaciar de contenido o privar de todo significado a la especificidad con que 

la materia procesal se contempla en el artículo 149.1.6 CE. 

 

Las singularidades procesales que se permiten a las comunidades 

autónomas han de limitarse a aquellas que tengan conexión directa con 

las particularidades del Derecho sustantivo autonómico. SSTC 13/2019, 

FJ.2 b); 47/2004, FJ 4; 2/2018, FJ 4, y 80/2018, FJ 5 a)]. 

 

Para poder justificar en un caso la aplicación de la salvedad competencial 

contenida en el artículo 149.1.6 CE, el TC señala que deben completarse 

tres operaciones: 

- Primero, ‘ha de determinarse cuál es el Derecho sustantivo autonómico 

que presenta particularidades’.  

- Segundo, ‘hay que señalar respecto de qué legislación procesal estatal 

y, por tanto, general o común, se predican las eventuales especialidades 

de orden procesal incorporadas por el legislador autonómico’.  

-Finalmente, ‘ha de indagarse si, entre las peculiaridades del 

ordenamiento sustantivo autonómico y las singularidades procesales 

incorporadas por el legislador autonómico en la norma impugnada, existe 

una conexión directa tal que justifique las especialidades procesales’. 

 

De acuerdo con estas premisas, el TC pasa a examinar cada uno de los 

apartados impugnados: 

 

-Apartado 1: Mientras que la parte actora considera que el precepto 

regula un “requisito previo” al inicio del procedimiento judicial, la parte 
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demandada niega que se trate de un “requisito procesal” sino que se trata 

de una norma propia del “procedimiento administrativo”. 

 

El TC opina que la norma impugnada no se limita a establecer una 

obligación verificable por la administración, sino que atribuye al 

cumplimiento o incumplimiento de lo ordenado unos efectos que 

trascienden al plano procesal, ya que se establece en el artículo 5.3 que, 

solo “una vez” cumplida esa obligación, “el demandante podrá iniciar el 

procedimiento judicial”, haciéndolo además “a través de una demanda 

acompañada necesariamente de la documentación que acredite” ese 

cumplimiento. De ello se sigue que el apartado 1 impugnado es una 

norma procesal que se dirige a los jueces [STC 80/2018, FJ 5 b), 

 

-Apartado 2: interrupción de procedimientos iniciados. 

 

El TC opina que la obligación de interrumpir los procedimientos iniciados 

en que no se haya acreditado la formulación de la oferta de alquiler social 

es una especialidad procesal no justificada por el derecho sustantivo 

autonómico y reitera que las singularidades procesales han de limitarse a 

aquellas que, por la conexión directa con las particularidades del Derecho 

sustantivo autonómico, vengan requeridas por estas” [STC 13/2019, FJ 2 

b)]. Como el TC señaló anteriormente, el inciso final del art. 149.1.6 CE no 

permite “sin más” a las comunidades autónomas “introducir en su 

ordenamiento normas procesales por el mero hecho de haber promulgado 

regulaciones de Derecho sustantivo en el ejercicio de sus competencias y 

mucho menos innovar el ordenamiento procesal en relación con la 

defensa jurídica de aquellos derechos e intereses que materialmente 

regulen, lo que equivaldría a vaciar de contenido o privar de todo 

significado a la especificidad con que la materia procesal se contempla en 

el artículo 149.1.6 CE. Si así no se entendiera, resultaría subvertido por 
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entero el sistema de distribución de competencias en materia procesal, 

pues bastaría a las comunidades autónomas con aprobar una norma 

cualquiera dentro de su acervo competencial para trasladar esta 

obligación a las leyes procesales que el art. 149.1.6 CE quiere comunes y 

“uniformes” (STC 92/2013, de 22 de abril, FJ 4). 

 

-Apartado 3: Suspensión de lanzamientos durante el estado de alarma o 

restricciones de movilidad. 

 

Por identidad de razón, el apartado 3 debe ser también declarado 

inconstitucional y nulo. Contiene una norma inequívocamente procesal: la 

“suspensión” de lanzamientos judiciales durante el estado de alarma 

declarado por Real Decreto 926/2020, de 25 de octubre, o bajo la vigencia 

“de una medida que comporte restricciones a la libertad de circulación por 

razones sanitarias”. Y esta norma es además de “contenido equivalente” y 

“prácticamente análoga” a la suspensión establecida por el Estado 

mediante Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo, y sus sucesivas 

modificaciones, como reconoce expresamente la letrada de la Generalitat. 

Así pues, ni hay propia y auténtica especialidad procesal, sino repetición 

incompatible con el art. 149.1.6 (SSTC 47/2004, FJ 8) ni hay tampoco 

previa particularidad del derecho sustantivo autonómico que la justifique, 

como exige la citada cláusula constitucional. 

 

FALLO: el TC estima el recurso y declara inconstitucionales y nulos los 

apartados 1, 2 y 3 del artículo único del Decreto-ley del Gobierno de la 

Generalitat de Cataluña 37/2020.     
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1.4. SENTENCIA 29/2022, DE 24 DE FEBRERO DE 2022, EN RELACIÓN CON LA 

LEY 11/2021, DE 9 DE JULIO, DE MEDIDAS DE PREVENCIÓN Y LUCHA 

CONTRA EL FRAUDE FISCAL. (Publicada en el BOE de 25.03.2022). 

 

 a) Antecedentes 

 

- Promotor del recurso: Parlamento de Canarias (Núm. 6003-2021). 

 

- Norma impugnada: Ley 11/2021, de 9 de julio, de medidas de 

prevención y lucha contra el fraude fiscal, dictada en transposición de la 

Directiva (UE) 2016/1164, del Consejo, de 12 de julio de 2016, por la que 

se establecen normas contra las prácticas de elusión fiscal que inciden 

directamente en el funcionamiento del mercado interior, de modificación 

de diversas normas tributarias y en materia de regulación del juego. 

 

- Extensión de la impugnación: Disposición final primera, apartado 

cuarto. 

 

- Motivación del recurso: Vulneración de la disposición adicional tercera 

de la Constitución y del artículo 166 EACan en lo relativo a la garantía 

institucional del régimen económico y fiscal de Canarias y vulneración  de 

esa misma disposición constitucional y el artículo 167 EACan que 

concreta la garantía procedimental del régimen económico y fiscal de 

Canarias. 

 

b) Comentario-resumen 

 

1. Antecedentes 

 

La disposición adicional decimocuarta, de la Ley 19/1994, de 6 de julio, de 
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modificación del régimen económico y fiscal de Canarias, bajo la rúbrica 

“límites de las deducciones por inversiones en producciones 

cinematográficas, series audiovisuales y espectáculos en vivo de artes 

escénicas y musicales realizadas en Canarias”, preveía que las 

deducciones por inversiones y gastos previstas en los apartados 1 y 2 del 

artículo 36 de la Ley 27/2014, de 27 de noviembre, del Impuesto sobre 

sociedades, no podía superar los 5,4 millones de euros cuando se tratase 

de producciones o gastos realizados en Canarias, diferencial superior  al 

vigente en el régimen general para el conjunto del Estado. 

 

Dicha disposición fue modificada, con efectos para los periodos 

impositivos que se inicien durante el año 2020, por la disposición final 

tercera del Real Decreto-ley 12/2021, de 24 de junio, elevando el límite 

anterior de los 5,4 millones de euros a los 12,4 millones de euros, y, 

mantenida para los períodos impositivos que se inicien a partir de 1 de 

enero de 2021, por el apartado cuarto de la disposición final primera de la 

Ley 11/2021, de 9 de julio, que es objeto del presente recurso por infringir 

tanto la garantía institucional —relativa al diferencial fiscal previsto en el 

artículo 94 de la Ley 20/1991, de 7 de junio—, como la garantía 

procedimental (art. 167 EACan) del régimen económico y fiscal de 

Canarias, al no haber sido consultado el Parlamento Canario. 

 

La Ley 11/2021, de 9 de julio entró en vigor el día siguiente de su 

publicación en el “BOE”, siendo derogada tres meses después, por la 

disposición final primera de la Ley 14/2021, de 11 de octubre, con efectos 

para el mismo período impositivo que el previsto en la norma derogada, 

esto es, el que se inició el 1 de enero de 2021, reestableciéndose  el 

diferencial fiscal en los límites de las deducciones anteriores, elevándolo 

al 80 por 100 del importe previsto en los apartados 1 y 2 del artículo 36 de 

la Ley 27/2014 lo que se efectuaba con el informe favorable del 
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Parlamento Canario —garantía procedimental (art. 167 EACan).  

 

2. Objeto del recurso de inconstitucionalidad y alegaciones de las partes.  

 

La representación procesal del Senado interesa la desestimación del 

recurso, por entender cumplida la exigencia constitucional con la 

comunicación al Parlamento de Canarias, tan pronto como se aprobó, en 

la ponencia constituida en la comisión de hacienda del Senado, para el 

examen de la enmienda 178 al proyecto de ley de medidas de prevención 

y lucha contra el fraude fiscal, que modificaba el régimen económico y 

fiscal de Canarias. 

 

Igualmente, la representación del Congreso de los Diputados entiende 

que el conflicto constitucional ha perdido objeto conforme a lo resuelto por 

la STC 67/2005, de 17 de marzo, FJ 3, al haberse derogado la disposición 

impugnada con la nueva regulación de la disposición final primera de la 

Ley 14/2021, de 11 de octubre, que restablece el porcentaje del 80 por 

100, lo que se hace con el informe favorable del Parlamento de Canarias 

que fue solicitado por el Senado. 

 

3. Sobre la pérdida sobrevenida de objeto 

 

 a) Incidencia de la Ley 11/2021, de 9 de julio en el régimen económico y 

fiscal de Canarias y su derogación por la Ley 14/2021. 

 

De lo expuesto en los antecedentes resulta que la Ley 14/2021 no solo ha 

restituido el “diferencial fiscal histórico” del 80 por 100 del límite de las 

deducciones vigente antes de la modificación operada por la Ley 

impugnada, sino que se ha producido con el informe favorable del 

Parlamento de Canarias, sin que la disposición impugnada haya podido 
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producir efecto jurídico alguno.  

 

No existe, por tanto, vulneración de la la garantía institucional ni 

procedimental del régimen económico y fiscal de Canarias. 

 

b) Doctrina constitucional sobre la pérdida sobrevenida del objeto del 

recurso. 

 

En este apartado el TC hace una reflexión en relación con su doctrina 

sobre la desaparición del objeto de los distintos procesos constitucionales, 

en los casos de la modificación, derogación o pérdida de vigencia de una 

disposición legal ulterior a su impugnación, manifestando al respecto que  

carece de sentido pronunciarse sobre normas que el mismo legislador ha 

expulsado ya del ordenamiento de modo total (SSTC 67/2005, FJ.4;  

160/1987, FJ 6; 199/1987, FJ 3; 150/1990, FJ 8; 385/1993, FJ 2; 

196/1997, FJ 2, y 137/2003, de 3 de julio, FJ 2), salvo cuando se trata de 

procesos constitucionales con contenido competencial en los que es 

necesario ponderar hasta qué punto dicha extinción conlleva la 

desaparición de la controversia competencial traída al proceso, pues lo 

relevante no es tanto la expulsión de la concreta norma impugnada del 

ordenamiento cuanto determinar, si con esa expulsión ha cesado o no la 

controversia competencial (SSTC 24/2002, FJ 4, y 16/2003, FJ 2). 

 

FALLO: de acuerdo con el precedente contenido en la STC 67/2005, FJ 4, 

el TC considera pertinente declarar en este caso la pérdida de objeto del 

presente recurso de inconstitucionalidad. 
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2. AUTOS 

 

Ninguno en este período. 
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COMISIONES BILATERALES DE COOPERACIÓN 

 ESTADO-COMUNIDADES AUTÓNOMAS 
 

 

1. ACUERDO DE LA COMISIÓN BILATERAL DE COOPERACIÓN 

ADMINISTRACIÓN GENERAL DEL ESTADO-COMUNIDAD AUTÓNOMA 

DE LA REGIÓN DE MURCIA EN RELACIÓN CON LA LEY 1/2021, DE 23 

DE JUNIO, DE PRESUPUESTOS GENERALES DE LA COMUNIDAD 

AUTÓNOMA DE LA REGIÓN DE MURCIA PARA EL EJERCICIO 2021. 

 

La Comisión Bilateral de Cooperación Administración General del Estado-

Comunidad Autónoma de la Región de Murcia ha adoptado el siguiente 

Acuerdo: 

 

I. De conformidad con las negociaciones previas mantenidas por el Grupo de 

Trabajo constituido en cumplimiento de lo previsto en el Acuerdo de la 

Comisión Bilateral de Cooperación Administración General del Estado- 

Comunidad Autónoma de la Región de Murcia, para el estudio y propuesta 

de solución de las discrepancias competenciales manifestadas en relación 

con la disposición adicional vigésimo cuarta de la Ley 1/2021, de 23 de junio, 

de Presupuestos Generales de la Comunidad Autónoma de la Región de 

Murcia para el ejercicio 2021, ambas partes consideran solventadas las 

mismas de acuerdo con los siguientes compromisos y consideraciones: 

 

1.- Ambas partes acuerdan que la disposición adicional vigésima cuarta de la 

Ley 1/2021, de 23 de junio, deberá interpretarse de manera que, en todo 

caso, los contratos sólo puedan ser modificados en los supuestos, forma, y 

con los límites que se establecen en los artículos 203 a 207 de la Ley 

9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, por la que se 
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transponen al ordenamiento jurídico español las Directivas del Parlamento 

Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014 

o en la normativa básica estatal que fuese de aplicación, siendo necesario 

que la concurrencia de tales circunstancias se justifique en cada expediente. 

 

2.-Asimismo, el Gobierno de la Comunidad Autónoma de la Región de 

Murcia se compromete a eliminar el contenido de los apartados 1,3 y 4 de la 

disposición adicional vigésima cuarta en la futura Ley de Presupuestos 

Generales de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia para el 

ejercicio 2022 

 

II. En razón del acuerdo alcanzado, ambas partes consideran resueltas las 

discrepancias manifestadas y concluida la controversia planteada. 

 

III. Comunicar este Acuerdo al Tribunal Constitucional a los efectos previstos 

en el artículo 33.2 de la Ley Orgánica 2/1979 de 3 de octubre, del Tribunal 

Constitucional, así como insertar el presente acuerdo en el Boletín Oficial del 

Estado y en el Boletín Oficial de la Región de Murcia. 

 

2. ACUERDO DE LA COMISIÓN BILATERAL DE COOPERACIÓN 

ADMINISTRACIÓN GENERAL DEL ESTADO-COMUNIDAD AUTÓNOMA 

DE LA RIOJA EN RELACIÓN CON LA LEY 3/2021, DE 28 DE ABRIL, DE 

MECENAZGO DE LA COMUNIDAD AUTÓNOMA DE LA RIOJA. 

 

La Comisión Bilateral de Cooperación Administración General del Estado-

Comunidad Autónoma de La Rioja ha adoptado el siguiente Acuerdo: 
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1. De conformidad con las negociaciones previas celebradas por el Grupo de 

Trabajo constituido en cumplimiento de lo previsto en el Acuerdo de la 

Comisión Bilateral de Cooperación Administración General del Estado- 

Comunidad Autónoma de La Rioja, para el estudio y propuesta de solución 

de las discrepancias competenciales manifestadas en relación con los 

artículos 8,9,10 y 11 de la Ley 3/2021, de 28 de abril, de Mecenazgo de la 

Comunidad Autónoma de La Rioja, ambas partes las consideran solventadas 

con arreglo al siguiente compromiso: 

 

Ambas partes acuerdan que el Gobierno de la Comunidad Autónoma de La 

Rioja se compromete a promover una modificación legislativa en relación 

con la figura de los créditos fiscales con el siguiente tenor literal: 

“Artículo 8 Crédito fiscal 

Se entiende por crédito fiscal aquellas cantidades reconocidas por la 

Administración de la Comunidad Autónoma de La Rioja a favor de los 

contribuyentes que puedan ser utilizadas por los mismos para satisfacer el 

pago de los tributos propios de la Comunidad Autónoma.” 

“Artículo 10 Utilización del crédito fiscal 

1. Los beneficiarios del crédito fiscal reconocido en aplicación del artículo 

anterior podrán imputar contra dicho crédito el pago de los tributos propios 

de la Comunidad Autónoma de La Rioja (…)” 

 

2. En razón del acuerdo alcanzado, ambas partes consideran resueltas las 

discrepancias manifestadas y concluida la controversia planteada. 

 

3. Comunicar este Acuerdo al Tribunal Constitucional a los efectos previstos 

en el artículo 33.2 de la Ley Orgánica 2/1979, de 3 de octubre, del Tribunal 
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Constitucional, así como insertar el presente Acuerdo en el «Boletín Oficial 

del Estado» y en el «Boletín Oficial de La Rioja». 

 

3. ACUERDO DE LA COMISIÓN BILATERAL DE COOPERACIÓN 

ADMINISTRACIÓN GENERAL DEL ESTADO-COMUNIDAD AUTÓNOMA 

DE CASTILLA-LA MANCHA EN RELACIÓN CON LA LEY 2/2021, DE 7 

DE MAYO, DE MEDIDAS ECONÓMICAS, SOCIALES Y TRIBUTARIAS 

FRENTE A LA DESPOBLACIÓN Y PARA EL DESARROLLO DEL MEDIO 

RURAL EN CASTILLA-LA MANCHA. 

 

La Comisión Bilateral de Cooperación Administración General del Estado- 

Comunidad Autónoma de Castilla-La Mancha ha adoptado el siguiente 

Acuerdo: 

 

I.- De conformidad con las negociaciones celebradas por el Grupo de 

Trabajo constituido en cumplimiento de lo previsto en el Acuerdo de la 

Comisión Bilateral de Cooperación Administración General del Estado-

Comunidad Autónoma de Castilla-La Mancha, para el estudio y propuesta de 

solución de las discrepancias competenciales manifestadas en relación con 

los artículos 5, 21, 33, 34, 72 y la disposición final octava de la Ley 2/2021, 

de 7 de mayo, de Medidas Económicas, Sociales y Tributarias frente a la 

Despoblación y para el Desarrollo del Medio Rural en Castilla-La Mancha, 

ambas partes las consideran solventadas en razón de los compromisos 

siguientes: 

 

1. En relación con los artículos 5, 33 y 34, ambas partes consideran que la 

recta interpretación de la expresión “contrato programa” (contrato programa 

para enseñanzas no obligatorias, contrato programa de formación y contrato 
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programa de prácticas) se ha de hacer partiendo de que su auténtica 

naturaleza es la de un convenio del artículo 47 de la Ley 40/2015, de 1 de 

octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público, y no la de un contrato 

sujeto a la legislación laboral. 

 

2. Respecto al artículo 21.2, ambas partes acuerdan que el Gobierno de la 

Comunidad Autónoma de Castilla-La Mancha promoverá la correspondiente 

modificación legislativa para suprimir del precepto las expresiones 

“adquisiciones de proximidad” y “productos locales”. 

 

3. Respecto al apartado de la letra g) del artículo 72, ambas partes acuerdan 

que el Gobierno de la Comunidad Autónoma de Castilla-La Mancha 

promoverá la correspondiente modificación legislativa para que pase a ser 

un nuevo apartado segundo, dentro del mismo artículo, se supriman del 

precepto las expresiones “inspecciones” y “auditorías” y se sustituya la 

Consejería competente en materia de telecomunicaciones por la Consejería 

competente en materia de consumo. 

 

4. Respecto a la disposición final octava, ambas partes acuerdan que el 

Gobierno de la Comunidad Autónoma de Castilla-La Mancha procederá a su 

adaptación a lo dispuesto en la disposición adicional undécima, apartado 

primero, de la Ley 42/2007, de 13 de diciembre, del Patrimonio Natural y de 

la Biodiversidad. 

 

Por su parte, el Gobierno de la nación procederá a actualizar la declaración 

de zonas restringidas por motivos medioambientales, declaradas con 

anterioridad a la entrada en vigor del Real Decreto 1180/2018, de 21 de 

septiembre, por el que se desarrolla el Reglamento del aire y disposiciones 
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operativas comunes para los servicios y procedimientos de navegación 

aérea, tal y como se contempla en los instrumentos de colaboración entre el 

Ministerio para la Transición Ecológica y el Reto Demográfico y las 

Comunidades Autónomas. 

 

II.- En razón del acuerdo alcanzado, ambas partes consideran resueltas las 

discrepancias manifestadas y concluida la controversia planteada. 

 

III.- Comunicar este Acuerdo al Tribunal Constitucional a los efectos 

previstos en el artículo 33.2 de la Ley Orgánica 2/1979, de 3 de octubre, del 

Tribunal Constitucional, así como insertar el presente Acuerdo en el Boletín 

Oficial del Estado y en el Diario Oficial de Castilla-La Mancha. 

 

4. ACUERDO DE LA COMISIÓN BILATERAL DE COOPERACIÓN 

ADMINISTRACIÓN GENERAL DEL ESTADO-GENERALITAT EN 

RELACIÓN CON LA LEY 4/2021, DE 16 DE ABRIL, DE LA FUNCIÓN 

PÚBLICA VALENCIANA. 

 

I. De conformidad con las negociaciones previas celebradas por el Grupo de 

trabajo constituido por Acuerdo de la Comisión Bilateral de Cooperación 

Administración General del Estado-Generalitat de Valencia para el estudio y 

propuesta de solución de las discrepancias manifestadas en relación con los 

artículos 3, 4, 11, 18, 19, 64, 76, 108, 122, 123, 124, 133, 141 y 143, 

disposiciones adicionales cuarta, vigésimo quinta y vigésimo sexta y 

disposición transitoria cuarta de la Ley 4/2021, de 16 de abril, de la Función 

Pública Valenciana, ambas partes consideran solventadas las mismas con 

arreglo a los siguientes compromisos: 
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a) En relación con los artículos 3 y 4 ambas partes entienden que su recta 

interpretación y aplicación debe hacerse de conformidad con lo dispuesto en 

la legislación básica y en particular de acuerdo con las previsiones 

establecidas en el artículo 2 del texto refundido de la Ley del Estatuto Básico 

del Empleado Público aprobado por Real Decreto Legislativo  5/2015, de 30 

de octubre, de modo que el personal sujeto a legislación específica y en 

especial, el personal de administración y servicios de las Universidades 

públicas de la Comunidad Valenciana se regirá, además de por su 

regulación específica, por lo previsto en la legislación general de empleados 

públicos así como, dependiendo del caso, por la legislación general de 

funcionarios o la legislación laboral. 

 

b) Respecto al artículo 18, el Gobierno de la Generalitat Valenciana se 

compromete a promover la correspondiente modificación legislativa de este 

precepto de tal manera que tenga el siguiente tenor literal: 

“Artículo 18. Personal funcionario interino 

1. Es personal funcionario interino quien, en virtud de nombramiento legal y 

por razones expresamente justificadas de necesidad y urgencia, presta 

servicios en una administración pública, organismo público, consorcio o 

universidad pública mediante una relación profesional de carácter temporal, 

regulada por el derecho administrativo, para el desempeño de funciones 

atribuidas al personal funcionario de carrera. 

2. Las circunstancias que pueden dar lugar a su nombramiento, son las 

siguientes: 

a) La existencia de puestos de trabajo vacantes, cuando no sea posible su 

cobertura por personal funcionario de carrera, por un máximo de tres años, 

en los términos previstos en el apartado 9. 

b) La sustitución transitoria de la persona titular de un puesto de trabajo, 
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durante el tiempo estrictamente necesario. 

c) La ejecución de programas de carácter temporal, que no podrán tener una 

duración superior a tres años, salvo lo previsto en el siguiente párrafo. 

El plazo máximo, dentro del límite de tres años, deberá hacerse constar 

expresamente en el nombramiento y responderá a necesidades no 

permanentes de la correspondiente administración pública, organismo 

público, consorcio o universidad pública. Finalizado el plazo inicial, el 

nombramiento podrá ser prorrogado anualmente siempre que el programa 

esté vigente en ese momento, con dotación presupuestaria para ello y se 

acredite de forma expresa la necesidad de la prórroga. En ningún caso la 

suma del plazo máximo que se hubiera hecho constar en el nombramiento y 

el de sus prórrogas podrá exceder de cuatro años. 

d) El exceso o acumulación de tareas por plazo máximo de nueve meses, 

dentro de un periodo de dieciocho meses. 

3. Los nombramientos de personal funcionario interino se efectuarán 

mediante el procedimiento establecido en la normativa reglamentaria de 

desarrollo. 

4. Los nombramientos de personal funcionario interino se efectuarán en 

puestos de trabajo correspondientes a la categoría de entrada en el cuerpo, 

escala, agrupación profesional funcionarial o agrupación de puestos de 

trabajo correspondiente, con las excepciones que reglamentariamente se 

determinen con el fin de garantizar la adecuada prestación del servicio 

público. 

A los efectos de lo dispuesto en esta ley, en la Administración de la 

Generalitat, se entenderá por puestos correspondientes a la categoría de 

entrada aquellos que tengan asignado el menor nivel de complemento 

competencial del puesto de trabajo dentro del intervalo de niveles en que 

estén clasificados los puestos del cuerpo, escala, agrupación profesional 
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funcionarial o agrupación de puestos de trabajo de que se trate. 

5. Cuando las circunstancias de la prestación del servicio así lo requieran, 

motivándolo previa y expresamente, la correspondiente administración 

pública, organismo público, consorcio o universidad pública podrá establecer 

que la relación interina sea a tiempo parcial. 

6. La selección, que será objeto de regulación reglamentaria y tendrá por 

finalidad la cobertura inmediata del puesto, deberá realizarse mediante 

procedimientos ágiles que respetarán los principios de igualdad, mérito, 

capacidad y publicidad, a través de la constitución de bolsas de trabajo 

vinculadas al desarrollo de las ofertas de empleo público en las que solo 

podrán inscribirse quienes hayan aprobado al menos alguna de las pruebas 

del proceso selectivo, y cuya gestión corresponderá a la Dirección General 

que ostente las competencias en materia de función pública. No obstante, 

podrán preverse como otras vías de acceso de personal interino, 

convocatorias específicas que garanticen los principios de capacidad, mérito, 

igualdad y publicidad, siempre que se exija superar alguna prueba de 

conocimiento. 

En todo caso, los órganos de selección de las bolsas de personal interino se 

regularán por lo dispuesto en el artículo 67, sin perjuicio de que las 

organizaciones sindicales representativas en el ámbito correspondiente 

deban recibir puntual información sobre la gestión de las bolsas y participar 

en la negociación de los criterios objetivos por los que han de regirse. 

7. El personal funcionario interino deberá reunir los requisitos legales y 

reglamentarios para ejercer las funciones propias del puesto de trabajo, así 

como poseer las capacidades y aptitudes físicas y psíquicas adecuadas para 

su desempeño. Su nombramiento en ningún caso dará lugar al 

reconocimiento de la condición de personal funcionario de carrera, sin 

perjuicio de que los servicios prestados en tal condición puedan ser tenidos 

en cuenta en los concursos- oposiciones. 
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8. En todo caso, se formalizará de oficio la finalización de la relación de 

interinidad por cualquiera de las siguientes causas, además de por las 

previstas en el artículo 69 de la presente ley, sin derecho a compensación 

alguna: 

a. Por la cobertura reglada del puesto por personal funcionario de 

carrera a través de cualquiera de los procedimientos legalmente 

establecidos. 

b. Por razones organizativas que den lugar a la supresión o a la 

amortización de los puestos asignados. 

c. Por la finalización del plazo autorizado expresamente recogido en su 

nombramiento. 

d. Por la finalización de la causa que dio lugar a su nombramiento. 

9. En el supuesto previsto en el apartado 2.a, las plazas vacantes 

desempeñadas por personal funcionario interino deberán ser objeto de 

cobertura mediante cualquiera de los mecanismos de provisión o movilidad 

previstos en la normativa vigente. 

No obstante, transcurridos tres años desde el nombramiento del personal 

funcionario interino se producirá el fin de la relación de interinidad, y la 

vacante solo podrá ser ocupada por personal funcionario de carrera, salvo 

que el correspondiente proceso selectivo quede desierto, en cuyo caso se 

podrá efectuar otro nombramiento de personal funcionario interino. 

Excepcionalmente, el personal funcionario interino podrá permanecer en la 

plaza que ocupe temporalmente, siempre que se haya publicado la 

correspondiente convocatoria dentro del plazo de los tres años, a contar 

desde la fecha del nombramiento del personal funcionario interino y sea 

resuelta en los plazos establecidos en el artículo 55 de la Ley. En este 

supuesto podrá permanecer hasta la resolución de la convocatoria, sin que 

su cese dé lugar a compensación económica. 
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10. En los términos previstos en la presente ley, al personal funcionario 

interino le será aplicable el régimen general del personal funcionario de 

carrera en cuanto sea adecuado a la naturaleza de su condición temporal y 

al carácter extraordinario y urgente de su nombramiento, salvo aquellos 

derechos inherentes a la condición de personal funcionario de carrera”. 

 

c) Respecto al artículo 19, el Gobierno de la Generalitat Valenciana se 

compromete a promover la correspondiente modificación legislativa de este 

precepto de tal manera que se suprima su apartado 4 y el apartado 1 tenga 

el siguiente tenor literal: 

“1. Es personal laboral quien, superado el correspondiente proceso selectivo, 

en virtud de un contrato de trabajo formalizado por escrito, en cualquiera de 

las modalidades de contratación de personal previstas en la legislación 

laboral, está vinculado a cualquiera de las administraciones públicas, 

organismos públicos, consorcios o universidades públicas”. 

 

d) En relación con el artículo 76, el Gobierno de la Generalitat Valenciana se 

compromete a promover la correspondiente modificación legislativa de este 

precepto de tal manera que el apartado 1 tenga el siguiente tenor literal: 

“Artículo 76. Derechos individuales 

1. El personal empleado público tiene los siguientes derechos individuales 

en correspon 

dencia con la naturaleza jurídica de su relación de servicio: 

(...)”. 

 

e) Respecto al artículo 122, el Gobierno de la Generalitat Valenciana se 

compromete a promover la correspondiente modificación legislativa de este 
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precepto de tal manera que se añada un nuevo apartado 8 al artículo 122 en 

el que se señale que “No se podrá permanecer más de dos años en mejora 

de empleo en los puestos de trabajo vacantes”. 

 

f) En cuanto a los artículos 123 y 124, ambas partes acuerdan interpretarlos 

de conformidad con la Ley 20/2021, de 28 de diciembre, de medidas 

urgentes para la reducción de la temporalidad en el empleo público. 

 

g) En relación con el artículo 133 apartado 5, ambas partes acuerdan 

interpretarlo en el sentido de que se limitan los efectos a la cuestión 

retributiva. 

 

h) En cuanto al 141.2, el Gobierno de la Generalitat Valenciana se 

compromete a promover la correspondiente modificación legislativa de este 

precepto de tal manera que tenga el siguiente tenor literal:  

“El personal funcionario interino puede ser declarado en la situación de 

servicios especiales con los efectos previstos en el artículo 142 de esta ley, 

excepto lo relativo a la promoción interna y ascensos del apartado 2 y el 

apartado 3, que no resultan de aplicación a este personal. 

La situación de servicios especiales se mantendrá únicamente mientras no 

concurra ninguna de las causas de cese previstas para este personal en la 

presente ley. 

El reingreso al servicio activo habrá de solicitarse en el plazo de un mes, a 

contar desde el día siguiente al de la finalización de la causa que dio lugar a 

la situación de servicios especiales. El incumplimiento de esta obligación 

determinará la pérdida del derecho a la reserva del puesto de trabajo”. 
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i)  Respecto a la disposición adicional cuarta, el Gobierno de la Generalitat 

Valenciana se compromete a promover la correspondiente modificación 

legislativa de este precepto de tal manera que el apartado 2 de la disposición 

adicional cuarta quede redactado como sigue:  

“2. El personal laboral fijo que a la entrada en vigor de la presente ley ocupe 

un puesto de trabajo de cualquier administración pública valenciana o tenga 

una suspensión de contrato con derecho a reingreso o reserva de un puesto 

de trabajo, y dicho puesto esté clasificado o se clasifique de naturaleza 

funcionarial como consecuencia de la misma, podrá participar en un 

procedimiento selectivo de acceso a los cuerpos, escalas o agrupación 

profesional funcionarial de los previstos en el artículo 65 de esta ley, que 

determine el Consell, siempre que, en su caso, posean la titulación 

necesaria y cumplan el resto de requisitos exigidos en la convocatoria. Dicha 

convocatoria podrá  establecer turnos de promoción interna específicos para 

dicho personal y su experiencia profesional podrá ser valorada como mérito 

en la forma y condiciones que se establezcan. No podrá participar en este 

turno el personal cuyo puesto no haya sido clasificado con carácter previo a 

la convocatoria”. 

 

j)  Por último, respecto a la disposición transitoria cuarta, el Gobierno de la 

Generalitat Valenciana se compromete a promover la correspondiente 

modificación legislativa de este precepto de manera que tenga el siguiente 

tenor literal: 

“1. El personal funcionarial que, de acuerdo con lo establecido en la Ley 

10/2010, de 9 de julio, de Ordenación y Gestión de la Función Pública 

Valenciana, se integró en el subgrupo profesional C1 y en las pruebas 

selectivas de acceso a la administración pública se le exigió específica y 

expresamente en la convocatoria, como requisito para poder participar, estar 

en posesión del título de técnica o técnico superior de formación profesional, 
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podrá acceder al nuevo grupo profesional B mediante su participación en un 

proceso restringido de promoción interna que a tal efecto se convoque.  

En dicho proceso se podrá eximir al personal de la evaluación de los 

contenidos que se tuvieron en cuenta en el temario de acceso a la función 

pública en las respectivas pruebas selectivas. El personal que supere estas 

pruebas de integración restringida permanecerá en el puesto de trabajo del 

que era titular en su condición de personal funcionario de carrera del grupo 

profesional C1, modificándose dicho puesto y clasificándose como B, con las 

retribuciones complementarias que procedan de acuerdo con los criterios y 

normas generales aplicables en materia de clasificación de puestos de 

trabajo establecidos en la presente ley y en su normativa de desarrollo. 

2. El personal funcionarial que de acuerdo con lo establecido en la Ley 

10/2010, de 9 de julio, de Ordenación y Gestión de la Función Pública 

Valenciana se integró en el subgrupo profesional C2 y en las pruebas 

selectivas de acceso a la administración pública se le exigió específica y 

expresamente en la convocatoria, como requisito para poder participar, estar 

en posesión del título de técnica o técnico de formación profesional, podrá 

acceder al nuevo subgrupo profesional C1 mediante su participación en un 

proceso restringido de promoción interna que a tal efecto se convoque. 

El régimen de integración y los efectos del mismo serán idénticos a los 

establecidos en el apartado anterior de esta disposición transitoria para el 

personal afectado por la misma”. 

 

II. En razón al acuerdo alcanzado, ambas partes consideran resueltas las 

discrepancias manifestadas y concluida la controversia planteada. 

 

III. Comunicar este Acuerdo al Tribunal Constitucional a los efectos previstos 

en el artículo 33.2 de la Ley Orgánica 2/1979 de 3 de octubre, del Tribunal 
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Constitucional, así como publicar este acuerdo en el Boletín Oficial del 

Estado y en el Diari Oficial de la Generalitat Valenciana. 

 

5. ACUERDO DE LA COMISIÓN BILATERAL DE COOPERACIÓN 

ADMINISTRACIÓN GENERAL DEL ESTADO-COMUNIDAD AUTÓNOMA 

DE GALICIA EN RELACIÓN CON LA LEY 11/2021, DE 14 DE MAYO, DE 

RECUPERACIÓN DE LA TIERRA AGRARIA DE GALICIA. 

 

La Comisión Bilateral de Cooperación Administración General del Estado-

Comunidad Autónoma de Galicia, de conformidad con las negociaciones 

previas celebradas por el grupo de trabajo constituido en cumplimiento de lo 

previsto en el acuerdo de la Comisión Bilateral de Cooperación 

Administración General del Estado-Comunidad Autónoma de Galicia para el 

estudio y propuesta de solución de las discrepancias competenciales 

manifestadas en relación con los artículos  8, 13, 14, 19, 20, 21, 27, 28, 30, 

83-109, 118, 119, 120, 121 y 129-132 de la Ley 11/2021, de 14 de mayo, de 

recuperación de la tierra agraria de Galicia, ha adoptado el siguiente 

acuerdo: 

 

I. En relación con los artículos 28, 30, 118, 119, 120 y 121, ambas partes 

acuerdan que la interpretación de los mismos ha de realizarse de 

conformidad con lo recogido en la legislación básica sobre evaluación 

ambiental. 

 

II. Respecto al artículo 8, sobre el régimen jurídico y fiscal de la Agencia 

Gallega de Desarrollo Rural, en concreto en lo relativo a su apartado 3, 

ambas partes acuerdan en interpretar que la Agencia Gallega de Desarrollo 

Rural tendrá el mismo tratamiento que un ente análogo del sector público 
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estatal y en especial, no le resultarán de aplicación los beneficios fiscales 

establecidos en el texto refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas 

Locales, aprobado por Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, en 

favor de las comunidades autónomas, ni de las entidades de derecho público 

de las comunidades autónomas de carácter análogo a los organismos 

autónomos el Estado. 

 

III. En relación con los artículos 13, 14, 19, 20, 21, 83-109 y 129-132, ambas 

partes coinciden en interpretar lo siguiente: 

- Ambas partes interpretan que las previsiones de la Ley respecto de las 

funciones de la Agencia Gallega de Desarrollo Rural han de interpretarse de 

modo que de la actividad de esta Agencia no puede derivar una alteración 

de la regulación civil del derecho de la propiedad y su régimen a estos 

efectos, ni de la del Registro de la Propiedad ni un menoscabo o alteración 

de las funciones atribuidas al Catastro por la normativa vigente así como de 

las competencias estatales sobre tales materias. 

En todo caso, la inscripción en el Registro de la Propiedad se ajustará a lo 

establecido en la legislación hipotecaria y la normativa de aplicación general 

del patrimonio de las administraciones públicas. 

-En especial, respecto al artículo 21.1, ambas partes acuerdan que el 

gobierno de la Xunta de Galicia promoverá la correspondiente modificación 

legislativa del precepto de modo que la notificación administrativa al Catastro 

por la Agencia Gallega de Desarrollo Rural se produzca en los términos 

acordados por ambas Administraciones en el convenio de colaboración 

correspondiente. 

 

IV. En razón al acuerdo alcanzado ambas partes coinciden en considerar 

resueltas las discrepancias manifestadas en relación con dicha Ley y 
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concluida la controversia planteada. 

 

V. Comunicar este acuerdo al Tribunal Constitucional a los efectos previstos 

en el artículo 33.2 de la Ley orgánica 2/1979, de 3 de octubre, del Tribunal 

Constitucional, así como insertarlo en el Boletín Oficial del Estado y en el 

Diario Oficial de Galicia. 

 

6. ACUERDO DE LA COMISIÓN BILATERAL DE COOPERACIÓN 

ADMINISTRACIÓN GENERAL DEL ESTADO-COMUNIDAD AUTÓNOMA 

DE EXTREMADURA EN RELACIÓN CON EL DECRETO-LEY 4/2021, DE 4 

DE JUNIO, POR EL QUE SE ADOPTAN MEDIDAS DE EXTRAORDINARIA 

Y URGENTE NECESIDAD ORIENTADAS A ESTABLECER LA 

PRESTACIÓN A LA DEMANDA Y GARANTIZAR EL EQUILIBRIO 

ECONÓMICO DE LOS SERVICIOS DE TRANSPORTE PÚBLICO 

REGULAR DE USO GENERAL DE VIAJEROS POR CARRETERA 

SOMETIDOS A OBLIGACIONES DE SERVICIO PÚBLICO, EN EL 

CONTEXTO ACTUAL DE CRISIS SANITARIA Y SUS EFECTOS EN EL 

ÁMBITO DE LA MOVILIDAD DE LAS PERSONAS, ASÍ COMO A 

IMPULSAR LA AUTONOMÍA LOCAL EN MATERIA DE COMERCIO 

AMBULANTE. 

 

I. De conformidad con las negociaciones previas celebradas por el Grupo de 

Trabajo constituido por Acuerdo de la Comisión Bilateral de Cooperación 

Administración General del Estado-Comunidad Autónoma de Extremadura, 

para el estudio y propuesta de solución de las discrepancias manifestadas 

en relación con el artículo 3 del Decreto-Ley 4/2021, de 4 de junio, por el que 

se adoptan medidas de extraordinaria y urgente necesidad orientadas a 

establecer la prestación a la demanda y garantizar el equilibrio económico de 

los servicios de transporte público regular de uso general de viajeros por 
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carretera sometidos a obligaciones de servicio público, en el contexto actual 

de crisis sanitaria y sus efectos en el ámbito de la movilidad de las personas, 

así como a impulsar la autonomía local en materia de comercio ambulante, 

ambas partes consideran solventadas las mismas con arreglo a los 

siguientes compromisos: 

 

Ambas partes acuerdan que el Gobierno de la Junta de Extremadura 

promoverá la correspondiente modificación legislativa para modificar el 

artículo 3 del Decreto-Ley 4/2021, de 4 de junio, y añadir una disposición 

adicional séptima relativa a los servicios parciales y de transporte interior 

público regular de viajeros de uso general comprendidos en líneas regulares 

interiores de viajeros de competencia estatal, con el siguiente tenor literal: 

 

“Artículo único. Modificación del Decreto-Ley 4/2021, de 4 de junio, por el 

que se adoptan medidas de extraordinaria y urgente necesidad orientadas a 

establecer la prestación a la demanda y garantizar el equilibrio económico de 

los servicios de transporte público regular de uso general de viajeros por 

carretera sometidos a obligaciones de servicio público, en el contexto actual 

de crisis sanitaria y sus efectos en el ámbito de la movilidad de las personas, 

así como a impulsar la autonomía local en materia de comercio ambulante. 

El Decreto-Ley 4/2021, de 4 de junio, por el que se adoptan medidas de 

extraordinaria y urgente necesidad orientadas a establecer la prestación a la 

demanda y garantizar el equilibrio económico de los servicios de transporte 

público regular de uso general de viajeros por carretera sometidos a 

obligaciones de servicio público, en el contexto actual de crisis sanitaria y 

sus efectos en el ámbito de la movilidad de las personas, así como a 

impulsar la autonomía local en materia de comercio ambulante, queda 

modificado como sigue: 

 

Se da nueva redacción al artículo 3 (Ámbito de aplicación en materia de 
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transportes), que queda redactado en los siguientes términos: 

 

“En materia de transportes, la presente disposición extiende su ámbito de 

aplicación a los servicios de transporte público regular de uso general de 

viajeros por carretera no atribuidos a la competencia del Estado en el 

territorio de la Comunidad Autónoma de Extremadura y sin perjuicio de lo 

dispuesto en la Ley Orgánica 5/1987, de 30 de julio, de Delegación de 

facultades del Estado en las Comunidades Autónomas en relación con los 

transportes por carretera y por cable, en virtud de contrato de concesión de 

servicios, resolución que acuerde su prolongación a requerimiento de la 

Administración, o autorización administrativa del órgano competente en 

materia de transporte.” 

 

II. En razón al acuerdo alcanzado, ambas partes coinciden en considerar 

resueltas las discrepancias manifestadas y concluida la controversia 

planteada. 

 

III. Comunicar este Acuerdo al Tribunal Constitucional a los efectos previstos 

en el artículo 33.2 de la Ley Orgánica 2/1979, de 3 de octubre, del Tribunal 

Constitucional, así como insertar el presente Acuerdo en el Boletín Oficial del 

Estado y en el Diario Oficial de Extremadura. 

  

7. ACUERDO DE LA COMISIÓN BILATERAL DE COOPERACIÓN 

ADMINISTRACIÓN GENERAL DEL ESTADO-GENERALITAT EN 

RELACIÓN CON EL DECRETO-LEY 9/2021, DE 2 DE JULIO, DE 

MODIFICACIÓN DE LA LEY 4/2020, DE 30 DE DICIEMBRE, DE 

PRESUPUESTOS DE LA GENERALITAT PARA EL EJERCICIO 2021. 

 

I. De conformidad con las negociaciones previas celebradas por el Grupo de 

trabajo constituido por Acuerdo de la Comisión Bilateral de Cooperación 
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Administración General del Estado-Generalitat de Valencia para el estudio y 

propuesta de solución de las discrepancias manifestadas en relación con los 

artículos 11 y 12, ambas partes consideran solventadas las mismas con 

arreglo a los siguientes compromisos: 

 

Respecto al artículo 12 del Decreto-Ley 9/2021, ambas partes coinciden en 

considerar que dicho precepto no produjo un incremento de la masa salarial 

contrario a lo establecido en el artículo 18.Dos de la Ley 11/2020, de 30 de 

diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para el año 2021, según 

el cual “En el año 2021, las retribuciones del personal al servicio del sector 

público no podrán experimentar un incremento global superior al 0,9 por 

ciento respecto a las vigentes a 31 de diciembre de 2020, en términos de 

homogeneidad para los dos períodos de la comparación, tanto por lo que 

respecta a efectivos de personal como a la antigüedad del mismo”. 

 

II. En razón al acuerdo alcanzado, ambas partes consideran resueltas las 

discrepancias manifestadas y concluidas las controversias planteadas. 

 

III. Comunicar este Acuerdo al Tribunal Constitucional a los efectos previstos 

en el artículo 33.2 de la Ley Orgánica 2/1979 de 3 de octubre, del Tribunal 

Constitucional, así como publicar este acuerdo en el Boletín Oficial del 

Estado y en el Diari Oficial de la Generalitat Valenciana. 

 

8. ACUERDO DE LA COMISIÓN BILATERAL DE COOPERACIÓN 

ADMINISTRACIÓN GENERAL DEL ESTADO-COMUNIDAD AUTÓNOMA 

DE LA REGIÓN DE MURCIA EN RELACIÓN CON EL DECRETO-LEY 

6/2021, DE 2 DE SEPTIEMBRE, DE MEDIDAS URGENTES DE IMPULSO 

DE LA ADMINISTRACIÓN REGIONAL PARA LA GESTIÓN DE LOS 
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FONDOS PROCEDENTES DEL INSTRUMENTO EUROPEO DE 

RECUPERACIÓN (NEXT GENERATION EU) PARA LA REACTIVACIÓN 

ECONÓMICA Y SOCIAL DE LA REGIÓN DE MURCIA. 

 

La Comisión Bilateral de Cooperación Administración General del Estado-

Comunidad Autónoma de la Región de Murcia ha adoptado el siguiente 

Acuerdo: 

 

I. De conformidad con las negociaciones previas mantenidas por el Grupo de 

Trabajo constituido en cumplimiento de lo previsto en el Acuerdo de la 

Comisión Bilateral de Cooperación Administración General del Estado-

Comunidad Autónoma de la Región de Murcia, para el estudio y propuesta 

de solución de las discrepancias competenciales manifestadas en relación 

con los artículos 7 y 11 del Decreto-Ley 6/2021, de 2 de septiembre, de 

medidas urgentes de impulso de la Administración Regional para la gestión 

de los fondos procedentes del Instrumento Europeo de Recuperación (Next 

Generation EU) para la Reactivación Económica y Social de la Región de 

Murcia, ambas partes consideran solventadas las mismas de acuerdo con 

los siguientes compromisos y consideraciones: 

 

1.- En cuanto al artículo 7, ambas partes acuerdan que el precepto debe 

interpretarse salvaguardando que el ejercicio de las funciones que impliquen 

la participación directa o indirecta en el ejercicio de las potestades públicas o 

en la salvaguardia de los intereses generales del Estado y de las 

Administraciones Públicas corresponden exclusivamente a los funcionarios 

públicos en los términos que en la ley de desarrollo de cada Administración 

Pública se establezca, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 9.2 del 

texto refundido de la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público, 

aprobado por Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre. 
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2.- Respecto al artículo 11, ambas partes acuerdan que el Gobierno de la 

Comunidad Autónoma de la Región de Murcia se compromete a promover la 

correspondiente modificación legislativa, para añadir un segundo párrafo con 

el siguiente tenor literal: 

 

“Lo establecido en el párrafo anterior se entenderá sin perjuicio de lo previsto 

en el artículo 50 del Real Decreto-ley 36/2020, de 30 de diciembre, por el 

que se aprueban medidas urgentes para la modernización de la 

Administración Pública y para la ejecución del Plan de Recuperación, 

Transformación y Resiliencia.” 

 

II. En razón del acuerdo alcanzado, ambas partes consideran resueltas las 

discrepancias manifestadas y concluida la controversia planteada.  

 

III. Comunicar este Acuerdo al Tribunal Constitucional a los efectos previstos 

en el artículo 33.2 de la Ley Orgánica 2/1979 de 3 de octubre, del Tribunal 

Constitucional, así como insertar el presente acuerdo en el Boletín Oficial del 

Estado y en el Boletín Oficial de la Región de Murcia. 

 

9. ACUERDO DE LA COMISIÓN BILATERAL DE COOPERACIÓN ARAGÓN-

ESTADO EN RELACIÓN CON LA LEY 5/2021, DE 29 DE JUNIO, DE 

ORGANIZACIÓN Y RÉGIMEN JURÍDICO DEL SECTOR PÚBLICO 

AUTONÓMICO DE ARAGÓN. 

 

La Comisión Bilateral de Cooperación Aragón-Estado ha adoptado el 

siguiente Acuerdo: 
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1º. De conformidad con las negociaciones previas celebradas por el Grupo 

de Trabajo constituido en cumplimiento de lo previsto en el Acuerdo de la 

Comisión Bilateral de Cooperación Administración General del Estado-

Comunidad Autónoma de Aragón para el estudio y propuesta de solución de 

las discrepancias competenciales manifestadas sobre el artículo 154 de la 

Ley 5/2021, de 29 de junio, de Organización y Régimen Jurídico del Sector 

Público Autonómico de Aragón, ambas partes las consideran solventadas en 

razón de los compromisos siguientes asumidos respecto del precepto de 

dicha Ley: 

 

En relación con las precisiones introducidas en el artículo 154 respecto a los 

períodos de Presidencia de la Comisión Mixta de Asuntos Económico-

Financieros, ambas partes convienen que corresponde al reglamento interno 

y de funcionamiento de la propia la Comisión Mixta de Asuntos Económico-

Financieros la definición de dichos periodos, pudiendo ser modificado este 

reglamento por acuerdo conjunto entre las partes. Por ello, el Gobierno de la 

Comunidad Autónoma de Aragón se compromete a promover la derogación 

del apartado 3 del artículo 154. 

 

2º. En razón al acuerdo alcanzado, ambas partes coinciden en considerar 

resueltas las discrepancias manifestadas en relación con dicha Ley y 

concluida la controversia planteada. 

 

3º. Comunicar este Acuerdo al Tribunal Constitucional, a los efectos 

previstos en el artículo 33.2 de la Ley Orgánica 2/1979, de 3 de octubre, del 

Tribunal Constitucional, así como insertar el presente Acuerdo en el «Boletín 

Oficial del Estado» y en el «Boletín Oficial de Aragón». 
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10. ACUERDO DE LA COMISIÓN BILATERAL DE COOPERACIÓN 

ADMINISTRACIÓN DEL ESTADO-ADMINISTRACIÓN DE LA 

COMUNIDAD AUTÓNOMA DEL PAÍS VASCO EN RELACIÓN CON LA 

LEY 2/2021, DE 24 DE JUNIO, DE MEDIDAS PARA LA GESTIÓN DE LA 

PANDEMIA DE COVID-19. 

 

La Comisión Bilateral de Cooperación Administración del Estado-

Administración de la Comunidad Autónoma del País Vasco, ha adoptado el 

siguiente Acuerdo: 

 

I. De conformidad con las negociaciones previas celebradas por el Grupo de 

Trabajo constituido por la Administración General del Estado- Comunidad 

Autónoma del País Vasco, para el estudio y propuesta de solución de las 

discrepancias manifestadas en relación con los artículos 8, 14, 15, 21, 23, 24 

y 26 a 34 de la Ley 2/2021, de 24 de junio, de medidas para la gestión de la 

pandemia de Covid-19, ambas partes las consideran solventadas de 

conformidad con los siguientes compromisos y consideraciones: 

 

a) Los artículos 8, 14, 15, 21, 23, 24 y 26 a 34 proceden a regular las 

posibles medidas de adopción por las autoridades sanitarias vascas al objeto 

de proteger la salud pública y prevenir su pérdida o deterioro dentro, en todo 

caso, del marco que dispone la Ley Orgánica 3/1986, de 14 de abril, de 

medidas especiales en materia de salud pública, como los preceptos 

recogen expresamente. Los preceptos se fundan en las competencias 

autonómicas en materia de sanidad interior, por lo que regula la materia 

sobre la que se proyectan los derechos involucrados, pero en ningún caso 

se entiende que efectúe un desarrollo de los derechos fundamentales y 

libertades públicas involucrados, ni que establezca sus límites, materias 

reservadas constitucionalmente a la Ley Orgánica. 
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b) Las autoridades sanitarias del País Vasco aplicarán las medidas 

recogidas en los artículos 8, 14, 15, 21, 23, 24 y 26 a 34 al amparo de lo que 

al respecto disponga en todo momento la legislación orgánica de invocación 

y la jurisprudencia establecida sobre la interpretación de la misma, y con 

respeto a las competencias estatales sobre las bases y la coordinación 

general de la sanidad, así como a los principios de proporcionalidad y demás 

previstos en el artículo 28 de la Ley 14/1986, de 25 de abril, General de 

Sanidad y al principio de voluntariedad establecido en el artículo 5.2 de la 

Ley 33/2011, de 4 de octubre, General de Salud Pública, y cuando 

corresponda, de acuerdo con lo previsto en los artículos 8.6 y 10.8 de la Ley 

29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-

administrativa. 

 

c) No se consideran solventadas las discrepancias relativas al inciso in fine 

del apartado 3 del artículo 14 que dice “[e]ste mismo precepto se aplicará a 

los efectos de la exigencia de vacunación”. 

 

II. En razón al acuerdo alcanzado ambas partes coinciden en considerar 

parcialmente resueltas las discrepancias manifestadas. 

 

III. Comunicar este Acuerdo al Tribunal Constitucional a los efectos previstos 

en el artículo 33.2 de la Ley Orgánica 2/1979, de 3 de octubre, del Tribunal 

Constitucional, así como insertar el presente Acuerdo en el Boletín Oficial del 

Estado y en el Boletín Oficial del País Vasco. 

 

11. ACUERDO DE LA SUBCOMISIÓN DE SEGUIMIENTO NORMATIVO, 

PREVENCIÓN Y SOLUCIÓN DE CONFLICTOS DE LA COMISIÓN 

BILATERAL GENERALITAT-ESTADO EN RELACIÓN CON EL REAL 
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DECRETO-LEY 24/2021, DE 2 DE NOVIEMBRE, DE TRANSPOSICIÓN DE 

DIRECTIVAS DE LA UNIÓN EUROPEA EN LAS MATERIAS DE BONOS 

GARANTIZADOS, DISTRIBUCIÓN TRANSFRONTERIZA DE 

ORGANISMOS DE INVERSIÓN COLECTIVA, DATOS ABIERTOS Y 

REUTILIZACIÓN DE LA INFORMACIÓN DEL SECTOR PÚBLICO, 

EJERCICIO DE DERECHOS DE AUTOR Y DERECHOS AFINES 

APLICABLES A DETERMINADAS TRANSMISIONES EN LÍNEA Y A LAS 

RETRANSMISIONES DE PROGRAMAS DE RADIO Y TELEVISIÓN, 

EXENCIONES TEMPORALES A DETERMINADAS IMPORTACIONES Y 

SUMINISTROS, DE PERSONAS CONSUMIDORAS Y PARA LA 

PROMOCIÓN DE VEHÍCULOS DE TRANSPORTE POR CARRETERA 

LIMPIOS Y ENERGÉTICAMENTE EFICIENTES. 

 

La Subcomisión de Seguimiento Normativo, Prevención y Solución de 

Conflictos de la Comisión Bilateral Generalitat-Estado ha adoptado el 

siguiente Acuerdo: 

 

1. Iniciar negociaciones para resolver las discrepancias competenciales 

suscitadas en relación con los artículos 82 y 83 y la disposición final séptima 

del Real Decreto-ley 24/2021, de 2 de noviembre, de transposición de 

directivas de la Unión Europea en las materias de bonos garantizados, 

distribución transfronteriza de organismos de inversión colectiva, datos 

abiertos y reutilización de la información del sector público, ejercicio de 

derechos de autor y derechos afines aplicables a determinadas 

transmisiones en línea y a las retransmisiones de programas de radio y 

televisión, exenciones temporales a determinadas importaciones y 

suministros, de personas consumidoras y para la promoción de vehículos de 

transporte por carretera limpios y energéticamente eficientes. 
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2. Designar un Grupo de Trabajo para proponer a la Subcomisión la solución 

que proceda. 

 

3. Comunicar este Acuerdo al Tribunal Constitucional a los efectos previstos 

en el artículo 33.2 de la Ley Orgánica 2/1979, de 3 de octubre, del Tribunal 

Constitucional, así como insertar el presente Acuerdo en el Boletín Oficial del 

Estado y en el Diari Oficial de la Generalitat de Catalunya. 

 

12. ACUERDO DE LA SUBCOMISIÓN DE SEGUIMIENTO NORMATIVO, 

PREVENCIÓN Y SOLUCIÓN DE CONFLICTOS DE LA COMISIÓN 

BILATERAL GENERALITAT-ESTADO EN RELACIÓN CON EL 

DECRETO-LEY 24/2021, DE 26 DE OCTUBRE, DE ACELERACIÓN DEL 

DESPLIEGUE DE ENERGÍAS RENOVABLES DISTRIBUIDAS Y 

PARTICIPADAS. 

 

La Subcomisión de Seguimiento Normativo, Prevención y Solución de 

Conflictos de la Comisión Bilateral Generalitat-Estado ha adoptado el 

siguiente Acuerdo: 

 

1. Iniciar negociaciones para resolver las discrepancias competenciales 

suscitadas respecto de los artículos 2 y 4 del Decreto Ley 24/2021, de 26 de 

octubre, de aceleración del despliegue de energías renovables distribuidas y 

participadas. 

 

2. Designar un Grupo de Trabajo para proponer a la Subcomisión la solución 

que proceda. 
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3. Comunicar este Acuerdo al Tribunal Constitucional a los efectos previstos 

en el artículo 33.2 de la Ley Orgánica 2/1979, de 3 de octubre, del Tribunal 

Constitucional, así como insertar el presente Acuerdo en el Boletín Oficial del 

Estado y en el Diari Oficial de la Generalitat de Catalunya. 

 

13. ACUERDO DE LA COMISIÓN BILATERAL DE COOPERACIÓN 

ADMINISTRACIÓN GENERAL DEL ESTADO-GENERALITAT EN 

RELACIÓN CON LA LEY 6/2021, DE 12 DE NOVIEMBRE, DE LA 

GENERALITAT, DE PROTECCIÓN Y PROMOCIÓN DEL PALMERAL DE 

ELCHE. 

 

La Comisión Bilateral de Cooperación Administración General del Estado-

Generalitat ha adoptado el siguiente Acuerdo: 

 

1. Iniciar negociaciones para resolver las discrepancias manifestadas en 

relación con los artículos 6 y 7 y la disposición adicional segunda de la Ley 

6/2021, de 12 de noviembre, de la Generalitat, de protección y promoción del 

palmeral de Elche. 

 

2. Designar un grupo de trabajo para proponer a la Comisión Bilateral de 

Cooperación la solución que proceda. 

 

3. Comunicar este Acuerdo al Tribunal Constitucional por cualquiera de los 

órganos mencionados en el artículo 33.2 de la Ley Orgánica del Tribunal 

Constitucional, a los efectos que en el propio precepto se contemplan, así 

como insertar el presente Acuerdo en el Boletín Oficial del Estado y en el 

Diario Oficial de la Generalitat Valenciana. 
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14. ACUERDO DE LA JUNTA DE COOPERACIÓN ADMINISTRACIÓN 

GENERAL DEL ESTADO-COMUNIDAD FORAL DE NAVARRA EN 

RELACIÓN CON LA LEY FORAL 17/2021, DE 21 DE OCTUBRE, POR LA 

QUE SE MODIFICA LA LEY FORAL 2/2018, DE 13 DE ABRIL, DE 

CONTRATOS PÚBLICOS. 

 

La Junta de Cooperación Administración General del Estado-Comunidad 

Foral de Navarra ha adoptado el siguiente Acuerdo: 

 

1º. Iniciar negociaciones para resolver las discrepancias manifestadas en 

relación con los apartados uno, dos, veintidós, treinta y tres, treinta y cuatro, 

treinta y siete, treinta y nueve, cuarenta y cinco, cuarenta y ocho, cincuenta, 

cincuenta y dos, cincuenta y seis, sesenta y tres y sesenta y cinco del 

artículo único de la Ley Foral 17/2021, de 21 de octubre, por la que se 

modifica la Ley Foral 2/2018, de 13 de abril, de Contratos Públicos. 

 

2º. Designar un grupo de trabajo para proponer a la Junta de Cooperación la 

solución que proceda. 

 

3º. Comunicar este Acuerdo al Tribunal Constitucional, por cualquiera de los 

órganos mencionados en el artículo 33.2 de la Ley Orgánica del Tribunal 

Constitucional, a los efectos que en el propio precepto se contemplan, así 

como insertar el presente Acuerdo en el Boletín Oficial del Estado y en el 

Boletín Oficial de Navarra. 

 

15. ACUERDO DE LA COMISIÓN BILATERAL DE COOPERACIÓN 

ADMINISTRACIÓN GENERAL DEL ESTADO-COMUNIDAD AUTÓNOMA 

DE GALICIA EN RELACIÓN CON EL REAL DECRETO-LEY 24/2021, DE 2 
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DE NOVIEMBRE, DE TRANSPOSICIÓN DE DIRECTIVAS DE LA UNIÓN 

EUROPEA EN LAS MATERIAS DE BONOS GARANTIZADOS, 

DISTRIBUCIÓN TRANSFRONTERIZA DE ORGANISMOS DE INVERSIÓN 

COLECTIVA, DATOS ABIERTOS Y REUTILIZACIÓN DE LA 

INFORMACIÓN DEL SECTOR PÚBLICO, EJERCICIO DE DERECHOS DE 

AUTOR Y DERECHOS AFINES APLICABLES A DETERMINADAS 

TRANSMISIONES EN LÍNEA Y A LAS RETRANSMISIONES DE 

PROGRAMAS DE RADIO Y TELEVISIÓN, EXENCIONES TEMPORALES 

A DETERMINADAS IMPORTACIONES Y SUMINISTROS, DE PERSONAS 

CONSUMIDORAS Y PARA LA PROMOCIÓN DE VEHÍCULOS DE 

TRANSPORTE POR CARRETERA LIMPIOS Y ENERGÉTICAMENTE 

EFICIENTES. 

 

La Comisión Bilateral de Cooperación Administración General del Estado-

Comunidad Autónoma de Galicia ha adoptado el siguiente acuerdo: 

 

1º. Iniciar negociaciones para resolver las discrepancias manifestadas en 

relación con el apartado cuarto del artículo 82 del Real Decreto-ley 24/2021, 

de 2 de noviembre, de transposición de directivas de la Unión Europea en 

las materias de bonos garantizados, distribución transfronteriza de 

organismos de inversión colectiva, datos abiertos y reutilización de la 

información del sector público, ejercicio de derechos de autor y derechos 

afines aplicables a determinadas transmisiones en línea y a las 

retransmisiones de programas de radio y televisión, exenciones temporales 

a determinadas importaciones y suministros, de personas consumidoras y 

para la promoción de vehículos de transporte por carretera limpios y 

energéticamente eficientes. 

 

2º. Designar un Grupo de Trabajo para proponer a la Comisión Bilateral de 
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Cooperación la solución que proceda. 

 

3º. Comunicar este Acuerdo al Tribunal Constitucional a los efectos previstos 

en el artículo 33.2 de la Ley Orgánica 2/1979, de 3 de octubre, del Tribunal 

Constitucional, así como insertar el presente Acuerdo en el Boletín Oficial del 

Estado y en el Diario Oficial de Galicia. 

 

16. ACUERDO DE LA SUBCOMISIÓN DE SEGUIMIENTO NORMATIVO, 

PREVENCIÓN Y SOLUCIÓN DE CONTROVERSIAS DE LA COMISIÓN 

BILATERAL DE COOPERACIÓN ADMINISTRACIÓN GENERAL DEL 

ESTADO-COMUNIDAD AUTÓNOMA DE ANDALUCÍA EN RELACIÓN 

CON LA LEY 7/2021, DE 1 DE DICIEMBRE, DE IMPULSO PARA LA 

SOSTENIBILIDAD DEL TERRITORIO DE ANDALUCÍA. 

 

La Subcomisión de Seguimiento Normativo, Prevención y Solución de 

Controversias de la Comisión Bilateral de Cooperación Administración 

General del Estado-Comunidad Autónoma de Andalucía ha adoptado el 

siguiente Acuerdo: 

 

1. Iniciar negociaciones para resolver las discrepancias manifestadas en 

relación con los artículos 7, 8, 9, 10, 14, 16, 18, 19, 22, 25, 28, 30, 32, 35, 

50, 51, 61, 70, 76, 78, 80, 81, 82, 84, 85, 86, 92, 94, 96, 99, 101, 102, 103, 

105, 118, 121, 136, 137, 139, 153, 155, 169, disposición adicional 9ª y 

disposición final 5ª de la Ley 7/2021, de 1 de diciembre, de impulso para la 

sostenibilidad del territorio de Andalucía.  

 

2. Designar un grupo de trabajo para proponer a la Subcomisión de 

Seguimiento Normativo, Prevención y Solución de Controversias la solución 

que proceda. 
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3. Comunicar este Acuerdo al Tribunal Constitucional a los efectos previstos 

en el artículo 33.2 de la Ley Orgánica 2/1979, de 3 de octubre, del Tribunal 

Constitucional, así como insertar el presente Acuerdo en el Boletín Oficial del 

Estado y en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía. 

 

17. ACUERDO DE LA COMISIÓN BILATERAL DE COOPERACIÓN 

ADMINISTRACIÓN GENERAL DEL ESTADO-PRINCIPADO DE 

ASTURIAS EN RELACIÓN CON LA LEY DEL PRINCIPADO DE 

ASTURIAS 4/2021, DE 1 DE DICIEMBRE, DE MEDIDAS 

ADMINISTRATIVAS URGENTES. 

 

La Comisión Bilateral de Cooperación Administración General del Estado–

Principado de Asturias ha adoptado el siguiente Acuerdo: 

 

1º.- Iniciar negociaciones para resolver las discrepancias manifestadas en 

relación con los artículos 1 y 2 y la Disposición final cuarta de la Ley del 

Principado de Asturias 4/2021, de 1 de diciembre, de Medidas 

Administrativas Urgentes. 

 

2º.- Designar un Grupo de Trabajo para proponer a la Comisión Bilateral de 

Cooperación la solución que proceda. 

 

3º.- Comunicar este Acuerdo al Tribunal Constitucional por cualquiera de los 

órganos mencionados en el artículo 33.2 de la Ley Orgánica del Tribunal 

Constitucional, a los efectos que en el propio precepto se contemplan, así 

como insertar el presente Acuerdo en el Boletín Oficial del Estado y en el 

Diario Oficial del Principado de Asturias. 
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18. ACUERDO DE LA COMISIÓN BILATERAL DE COOPERACIÓN 

ADMINISTRACIÓN GENERAL DEL ESTADO-COMUNIDAD AUTÓNOMA 

DE CANARIAS EN RELACIÓN LA LEY 5/2021, DE 21 DE DICIEMBRE, DE 

MEDIDAS URGENTES DE IMPULSO DE LOS SECTORES PRIMARIO, 

ENERGÉTICO, TURÍSTICO Y TERRITORIAL DE CANARIAS. 

 

La Comisión Bilateral de Cooperación Administración General del Estado-

Comunidad Autónoma de Canarias ha adoptado el siguiente Acuerdo: 

 

1. Iniciar negociaciones para resolver las discrepancias manifestadas en 

relación con las disposiciones finales tercera, sexta y séptima de la Ley 

5/2021, de 21 de diciembre, de medidas urgentes de impulso de los sectores 

primario, energético, turístico y territorial de Canarias. 

 

2. Designar un grupo de trabajo para proponer a la Comisión Bilateral de 

Cooperación la solución que proceda. 

 

3. Comunicar este Acuerdo al Tribunal Constitucional, a los efectos previstos 

en el artículo 33.2 de la Ley Orgánica 2/1979, de 3 de octubre, del Tribunal 

Constitucional, así como insertar el presente Acuerdo en el Boletín Oficial del 

Estado y en el Boletín Oficial de Canarias. 

 

19. ACUERDO DE LA COMISIÓN BILATERAL DE COOPERACIÓN 

ADMINISTRACIÓN DEL ESTADO-ADMINISTRACIÓN DE LA 

COMUNIDAD AUTÓNOMA DEL PAÍS VASCO EN RELACIÓN CON LA 

LEY 9/2021, DE 25 DE NOVIEMBRE, DE CONSERVACIÓN DEL 

PATRIMONIO NATURAL DE EUSKADI. 
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La Comisión Bilateral de Cooperación Administración del Estado-

Administración de la Comunidad Autónoma del País Vasco, ha adoptado el 

siguiente Acuerdo: 

 

1º. Iniciar negociaciones para resolver las discrepancias suscitadas en 

relación con los artículos 1, 10, 24, 73 y la disposición adicional cuarta de la 

Ley 9/2021, de 25 de noviembre, de conservación del patrimonio natural de 

Euskadi. 

 

2º. Designar un Grupo de Trabajo para proponer a la Comisión Bilateral de 

Cooperación la solución que proceda. 

 

3º.  Comunicar este Acuerdo al Tribunal Constitucional a los efectos 

previstos en el artículo 33.2 de la Ley Orgánica 2/1979, de 3 de octubre, del 

Tribunal Constitucional, así como insertar el presente Acuerdo en el Boletín 

Oficial del Estado y en el Boletín Oficial del País Vasco. 

 

20. ACUERDO DE LA SUBCOMISIÓN DE SEGUIMIENTO NORMATIVO, 

PREVENCIÓN Y SOLUCIÓN DE CONTROVERSIAS DE LA COMISIÓN 

BILATERAL DE COOPERACIÓN ADMINISTRACIÓN GENERAL DEL 

ESTADO-COMUNIDAD AUTÓNOMA DE ANDALUCÍA EN RELACIÓN 

CON EL DECRETO-LEY 26/2021, DE 14 DE DICIEMBRE, POR EL QUE 

SE ADOPTAN MEDIDAS DE SIMPLIFICACIÓN ADMINISTRATIVA Y 

MEJORA DE LA CALIDAD REGULATORIA PARA LA REACTIVACIÓN 

ECONÓMICA EN ANDALUCÍA. 

 

La Subcomisión de Seguimiento Normativo, Prevención y Solución de 

Controversias de la Comisión Bilateral de Cooperación Administración 

General del Estado-Comunidad Autónoma de Andalucía ha adoptado el 

siguiente Acuerdo: 
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1. Iniciar negociaciones para resolver las discrepancias manifestadas en 

relación con los artículos 28, 34 y 64 del Decreto-ley 26/2021, de 14 de 

diciembre, por el que se adoptan medidas de simplificación administrativa y 

mejora de la calidad regulatoria para la reactivación económica en 

Andalucía. 

 

2. Designar un grupo de trabajo para proponer a la Subcomisión de 

Seguimiento Normativo, Prevención y Solución de Controversias la solución 

que proceda. 

 

3. Comunicar este Acuerdo al Tribunal Constitucional a los efectos previstos 

en el artículo 33.2 de la Ley Orgánica 2/1979, de 3 de octubre, del Tribunal 

Constitucional, así como insertar el presente Acuerdo en el Boletín Oficial del 

Estado y en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía. 

 

21. ACUERDO DE LA COMISIÓN BILATERAL DE COOPERACIÓN 

ADMINISTRACIÓN GENERAL DEL ESTADO – COMUNIDAD AUTÓNOMA 

DE ILLES BALEARS EN RELACIÓN LA LEY 4/2021, DE 17 DE 

DICIEMBRE, DE MEDIDAS EXTRAORDINARIAS Y URGENTES PARA 

EJECUTAR LAS ACTUACIONES Y LOS PROYECTOS QUE DEBEN 

FINANCIARSE CON FONDOS EUROPEOS EN EL MARCO DEL PLAN DE 

RECUPERACIÓN, TRANSFORMACIÓN Y RESILIENCIA. 

 

La Comisión Bilateral de Cooperación Administración General del Estado-

Comunidad Autónoma de Illes Balears ha adoptado el siguiente Acuerdo: 

 

1. Iniciar negociaciones para resolver las discrepancias suscitadas en 

relación con los artículos 7, 19, 22 y 25 y la disposición final cuarta de la Ley 
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4/2021, de 17 de diciembre, de medidas extraordinarias y urgentes para 

ejecutar las actuaciones y los proyectos que deben financiarse con fondos 

europeos en el marco del Plan de Recuperación, Transformación y 

Resiliencia. 

 

2. Designar un grupo de trabajo para proponer a la Comisión Bilateral de      

Cooperación la solución que proceda. 

 

3. Comunicar este Acuerdo al Tribunal Constitucional a los efectos previstos 

en el artículo 33.2 de la Ley Orgánica 2/1979, de 3 de octubre, del Tribunal 

Constitucional, así como insertar el presente Acuerdo en el Boletín Oficial del 

Estado y en el Boletín Oficial de las Illes Balears. 

 

22. ACUERDO DE LA SUBCOMISIÓN DE SEGUIMIENTO NORMATIVO, 

PREVENCIÓN Y SOLUCIÓN DE CONFLICTOS DE LA COMISIÓN 

BILATERAL GENERALITAT-ESTADO EN RELACIÓN CON LA LEY 

18/2021, DE 20 DE DICIEMBRE, POR LA QUE SE MODIFICA EL TEXTO 

REFUNDIDO DE LA LEY SOBRE TRÁFICO, CIRCULACIÓN DE 

VEHÍCULOS A MOTOR Y SEGURIDAD VIAL, APROBADO POR EL REAL 

DECRETO LEGISLATIVO 6/2015, DE 30 DE OCTUBRE, EN MATERIA 

DEL PERMISO Y LICENCIA DE CONDUCCIÓN POR PUNTOS. 

 

La Subcomisión de Seguimiento Normativo, Prevención y Solución de 

Conflictos de la Comisión Bilateral Generalitat-Estado ha adoptado el 

siguiente Acuerdo: 

 

1. Iniciar negociaciones para resolver las discrepancias competenciales 

suscitadas en relación con el apartado Quince de la Ley 18/2021, de 20 de 
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diciembre, por la que se modifica el texto refundido de la Ley sobre Tráfico, 

Circulación de Vehículos a Motor y Seguridad Vial, aprobado por el Real 

Decreto Legislativo 6/2015, de 30 de octubre, en materia del permiso y 

licencia de conducción por puntos. 

 

2. Designar un Grupo de Trabajo para proponer a la Subcomisión la solución 

que proceda. 

 

3. Comunicar este Acuerdo al Tribunal Constitucional a los efectos previstos 

en el artículo 33.2 de la Ley Orgánica 2/1979, de 3 de octubre, del Tribunal 

Constitucional, así como insertar el presente Acuerdo en el Boletín Oficial del 

Estado y en el Diari Oficial de la Generalitat de Catalunya. 

 

23. ACUERDO DE LA COMISIÓN BILATERAL DE COOPERACIÓN ARAGÓN-

ESTADO EN RELACIÓN CON EL LEY 9/2021, DE 30 DE DICIEMBRE, DE 

PRESUPUESTOS DE LA COMUNIDAD AUTÓNOMA DE ARAGÓN PARA 

EL EJERCICIO 2022. 

 

La Comisión Bilateral de Cooperación Aragón-Estado ha adoptado el 

siguiente Acuerdo: 

 

1º. Iniciar negociaciones para resolver las discrepancias manifestadas en 

relación con el artículo 24 de la Ley 9/2021, de 30 de diciembre, de 

Presupuestos de la Comunidad Autónoma de Aragón para el ejercicio 2022. 

 

2º. Designar un grupo de trabajo para proponer a la Comisión Bilateral de 

Cooperación la solución que proceda. 
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3º. Comunicar este Acuerdo al Tribunal Constitucional por cualquiera de los 

órganos mencionados en el artículo 33.2 de la Ley Orgánica del Tribunal 

Constitucional, a los efectos que en el propio precepto se contemplan, así 

como insertar el presente Acuerdo en el Boletín Oficial del Estado y en el 

Boletín Oficial de Aragón. 

 

24. ACUERDO DE LA COMISIÓN BILATERAL DE COOPERACIÓN 

ADMINISTRACIÓN GENERAL DEL ESTADO-COMUNIDAD AUTÓNOMA 

DE EXTREMADURA EN RELACIÓN CON LA LEY 3/2021, DE 30 DE 

DICIEMBRE, DE PRESUPUESTOS GENERALES DE LA COMUNIDAD 

AUTÓNOMA DE EXTREMADURA PARA EL AÑO 2022. 

 

La Comisión Bilateral de Cooperación Administración General del Estado-

Comunidad Autónoma de Extremadura ha adoptado el siguiente Acuerdo: 

 

1º. Iniciar negociaciones para resolver las discrepancias manifestadas en 

relación con las disposiciones adicionales séptima y decimoquinta de la Ley 

3/2021, de 30 de diciembre, de presupuestos generales de la Comunidad 

Autónoma de Extremadura para 2022. 

 

2º. Designar un Grupo de Trabajo para proponer a la Comisión Bilateral de 

Cooperación la solución que proceda. 

 

3º. Comunicar este Acuerdo al Tribunal Constitucional a los efectos previstos 

en el artículo 33.2 de la Ley Orgánica 2/1979, de 3 de octubre, del Tribunal 

Constitucional, así como insertar el presente Acuerdo en el Boletín Oficial del 

Estado y en el Diario Oficial de Extremadura. 
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25. ACUERDO DE LA COMISIÓN BILATERAL DE COOPERACIÓN 

ADMINISTRACIÓN GENERAL DEL ESTADO-COMUNIDAD AUTÓNOMA 

DE GALICIA EN RELACIÓN CON LA LEY DE LA COMUNIDAD 

AUTÓNOMA DE GALICIA 18/2021, DE 27 DE DICIEMBRE, DE MEDIDAS 

FISCALES Y ADMINISTRATIVAS. 

 

La Comisión Bilateral de Cooperación Administración General del Estado-

Comunidad Autónoma de Galicia ha adoptado el siguiente acuerdo: 

 

1º. Iniciar negociaciones para resolver las discrepancias manifestadas en 

relación con el artículo 39 y la disposición adicional segunda de la Ley de la 

Comunidad Autónoma de Galicia 18/2021, de 27 de diciembre, de medidas 

fiscales y administrativas. 

 

2º. Designar un Grupo de Trabajo para proponer a la Comisión Bilateral de 

Cooperación la solución que proceda. 

 

3º. Comunicar este Acuerdo al Tribunal Constitucional a los efectos previstos 

en el artículo 33.2 de la Ley Orgánica 2/1979, de 3 de octubre, del Tribunal 

Constitucional, así como insertar el presente Acuerdo en el Boletín Oficial del 

Estado y en el Diario Oficial de Galicia. 

 

26. ACUERDO DE LA COMISIÓN BILATERAL DE COOPERACIÓN 

ADMINISTRACIÓN GENERAL DEL ESTADO-COMUNIDAD AUTÓNOMA 

DE LA REGIÓN DE MURCIA EN RELACIÓN CON LA LEY 1/2022, DE 24 

DE ENERO, DE PRESUPUESTOS GENERALES DE LA COMUNIDAD 

AUTÓNOMA DE LA REGIÓN DE MURCIA PARA EL EJERCICIO 2022. 
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La Comisión Bilateral de Cooperación Administración General del Estado-

Comunidad Autónoma de la Región de Murcia ha adoptado el siguiente 

Acuerdo: 

 

1º. Iniciar negociaciones para resolver las discrepancias manifestadas en 

relación con el artículo 59 de la Ley 1/2022, de 24 de enero, de 

Presupuestos Generales de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia 

para el ejercicio 2022. 

 

2º. Designar un Grupo de Trabajo para proponer a la Comisión Bilateral de 

Cooperación la solución que proceda. 

 

3º. Comunicar este Acuerdo al Tribunal Constitucional por cualquiera de los 

órganos mencionados en el artículo 33.2 de la Ley Orgánica del Tribunal 

Constitucional, a los efectos que en el propio precepto se contemplan, así 

como insertar el presente Acuerdo en el Boletín Oficial del Estado y en el 

Boletín Oficial de la Región de Murcia. 

 

27. ACUERDO DE LA COMISIÓN BILATERAL DE COOPERACIÓN 

ADMINISTRACIÓN GENERAL DEL ESTADO-COMUNIDAD AUTÓNOMA 

DE ILLES BALEARS EN RELACIÓN CON LA LEY 18/2021, DE 20 DE 

DICIEMBRE, POR LA QUE SE MODIFICA EL TEXTO REFUNDIDO DE LA 

LEY SOBRE TRÁFICO, CIRCULACIÓN DE VEHÍCULOS A MOTOR Y 

SEGURIDAD VIAL, APROBADO POR EL REAL DECRETO LEGISLATIVO 

6/2015, DE 30 DE OCTUBRE, EN MATERIA DEL PERMISO Y LICENCIA 

DE CONDUCCIÓN POR PUNTOS. 

 

La Comisión Bilateral de Cooperación Administración General del Estado 
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Comunidad Autónoma de Illes Balears ha adoptado el siguiente Acuerdo: 

 

1. Iniciar negociaciones para resolver las discrepancias suscitadas en 

relación con el artículo único, apartado 15, de la Ley 18/2021, de 20 de 

diciembre, por la que se modifica el texto refundido de la Ley sobre Tráfico, 

Circulación de Vehículos a Motor y Seguridad Vial, aprobado por el Real 

Decreto Legislativo 6/2015, de 30 de octubre, en materia del permiso y 

licencia de conducción por puntos. 

 

2. Designar un grupo de trabajo para proponer a la Comisión Bilateral de 

Cooperación la solución que proceda. 

 

3. Comunicar este Acuerdo al Tribunal Constitucional a los efectos previstos 

en el artículo 33.2 de la Ley Orgánica 2/1979, de 3 de octubre, del Tribunal 

Constitucional, así como insertar el presente Acuerdo en el Boletín Oficial del 

Estado y en el Boletín Oficial de las Illes Balears. 

 

28. ACUERDO DE LA COMISIÓN BILATERAL DE COOPERACIÓN 

ADMINISTRACIÓN GENERAL DEL ESTADO-COMUNIDAD DE MADRID 

EN RELACIÓN CON LA LEY 4/2021, DE 23 DE DICIEMBRE, DE 

PRESUPUESTOS GENERALES DE LA COMUNIDAD DE MADRID PARA 

2022. 

 

La Comisión Bilateral de Cooperación Administración General del Estado-

Comunidad de Madrid ha adoptado el siguiente acuerdo: 

 

1º. Iniciar negociaciones para resolver las discrepancias manifestadas en 
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relación con los artículos 22 y 61 de la Ley 4/2021, de 23 de diciembre, de 

presupuestos generales de la Comunidad de Madrid para 2022. 

 

2º. Designar un Grupo de Trabajo para proponer a la Comisión de Bilateral 

de Cooperación la solución que proceda. 

 

3º. Comunicar este Acuerdo al Tribunal Constitucional, a los efectos 

previstos en el artículo 33.2 de la Ley Orgánica 2/1979, de 3 de octubre, del 

Tribunal Constitucional, así como insertar el presente Acuerdo en el Boletín 

Oficial del Estado y en el Boletín Oficial de la Comunidad de Madrid. 

 

29. ACUERDO DE LA COMISIÓN BILATERAL DE COOPERACIÓN 

ADMINISTRACIÓN GENERAL DEL ESTADO – COMUNIDAD AUTÓNOMA 

DE ILLES BALEARS EN RELACIÓN CON LA LEY 5/2021, DE 28 DE 

DICIEMBRE, DE PRESUPUESTOS GENERALES DE LA COMUNIDAD 

AUTÓNOMA DE LAS ILLES BALEARS PARA EL AÑO 2022. 

 

La Comisión Bilateral de Cooperación Administración General del Estado-

Comunidad Autónoma de Illes Balears ha adoptado el siguiente Acuerdo: 

 

1. Iniciar negociaciones para resolver las discrepancias suscitadas en 

relación con la disposición final decimosegunda de la Ley 5/2021, de 28 de 

diciembre, de presupuestos generales de la comunidad autónoma de las 

Illes Balears para el año 2022. 

 

2. Designar un grupo de trabajo para proponer a la Comisión Bilateral de 

Cooperación la solución que proceda. 
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3. Comunicar este Acuerdo al Tribunal Constitucional a los efectos previstos 

en el artículo 33.2 de la Ley Orgánica 2/1979, de 3 de octubre, del Tribunal 

Constitucional, así como insertar el presente Acuerdo en el Boletín Oficial del 

Estado y en el Boletín Oficial de las Illes Balears. 

 

30. ACUERDO DE LA COMISIÓN BILATERAL DE COOPERACIÓN 

ADMINISTRACIÓN GENERAL DEL ESTADO-GENERALITAT EN 

RELACIÓN CON LA LEY DE LA GENERALITAT VALENCIANA 7/2021, 

DE 29 DE DICIEMBRE, DE LA GENERALITAT, DE MEDIDAS FISCALES, 

DE GESTIÓN ADMINISTRATIVA Y FINANCIERA Y DE ORGANIZACIÓN 

DE LA GENERALITAT 2022. 

 

La Comisión Bilateral de Cooperación Administración General del Estado-

Generalitat ha adoptado el siguiente Acuerdo: 

 

1. Iniciar negociaciones para resolver las discrepancias manifestadas en 

relación con los artículos 79, 131, 165, 173 y 177 y con la disposición 

adicional séptima de la Ley de la Generalitat Valenciana 7/2021, de 29 de 

diciembre, de la Generalitat, de medidas fiscales, de gestión administrativa y 

financiera y de organización de la Generalitat 2022.  

 

2. Designar un grupo de trabajo para proponer a la Comisión Bilateral de 

Cooperación la solución que proceda. 

 

3. Comunicar este Acuerdo al Tribunal Constitucional por cualquiera de los 

órganos mencionados en el artículo 33.2 de la Ley Orgánica del Tribunal 

Constitucional, a los efectos que en el propio precepto se contemplan, así 

como insertar el presente Acuerdo en el Boletín Oficial del Estado y en el 
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Diario Oficial de la Generalitat Valenciana. 

 

31. ACUERDO DE LA SUBCOMISIÓN DE SEGUIMIENTO NORMATIVO, 

PREVENCIÓN Y SOLUCIÓN DE CONFLICTOS DE LA COMISIÓN 

BILATERAL GENERALITAT-ESTADO EN RELACIÓN CON LA LEY DE 

LA GENERALITAT DE CATALUÑA 2/2021, DE 29 DE DICIEMBRE, DE 

MEDIDAS FISCALES, FINANCIERAS, ADMINISTRATIVAS Y DEL 

SECTOR PÚBLICO. 

 

La Subcomisión de Seguimiento Normativo, Prevención y Solución de 

Conflictos de la Comisión Bilateral Generalitat-Estado ha adoptado el 

siguiente Acuerdo: 

 

1. Iniciar negociaciones para resolver las discrepancias competenciales 

suscitadas respecto de los artículos 36, 43 y 56 de la Ley de la Generalitat 

de Cataluña 2/2021, de 29 de diciembre, de medidas fiscales, financieras, 

administrativas y del sector público. 

 

2. Designar un Grupo de Trabajo para proponer a la Subcomisión la solución 

que proceda. 

 

3. Comunicar este Acuerdo al Tribunal Constitucional a los efectos previstos 

en el artículo 33.2 de la Ley Orgánica 2/1979, de 3 de octubre, del Tribunal 

Constitucional, así como insertar el presente Acuerdo en el Boletín Oficial del 

Estado y en el Diari Oficial de la Generalitat de Catalunya. 

 

32. ACUERDO DE LA COMISIÓN BILATERAL DE COOPERACIÓN 
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ADMINISTRACIÓN GENERAL DEL ESTADO-GENERALITAT EN 

RELACIÓN CON LA LEY DE LA GENERALITAT VALENCIANA 8/2021, 

DE 30 DE DICIEMBRE, DE PRESUPUESTOS DE LA GENERALITAT 

PARA EL EJERCICIO 2022. 

 

La Comisión Bilateral de Cooperación Administración General del Estado-

Generalitat ha adoptado el siguiente Acuerdo: 

 

1. Iniciar negociaciones para resolver las discrepancias manifestadas en 

relación con los artículos 36, 39 y 47 y la disposición adicional segunda de la 

Ley de la Generalitat Valenciana 8/2021, de 30 de diciembre, de 

Presupuestos de la Generalitat para el ejercicio 2022. 

 

2. Designar un grupo de trabajo para proponer a la Comisión Bilateral de 

Cooperación la solución que proceda. 

 

3. Comunicar este Acuerdo al Tribunal Constitucional por cualquiera de los 

órganos mencionados en el artículo 33.2 de la Ley Orgánica del Tribunal 

Constitucional, a los efectos que en el propio precepto se contemplan, así 

como insertar el presente Acuerdo en el Boletín Oficial del Estado y en el 

Diario Oficial de la Generalitat Valenciana. 

 

33. ACUERDO DE LA COMISIÓN BILATERAL DE COOPERACIÓN 

ADMINISTRACIÓN DEL ESTADO-ADMINISTRACIÓN DE LA 

COMUNIDAD AUTÓNOMA DEL PAÍS VASCO EN RELACIÓN CON LA 

LEY 10/2021, DE 9 DE DICIEMBRE, DE ADMINISTRACIÓN AMBIENTAL 

DE EUSKADI. 

 



 71 

La Comisión Bilateral de Cooperación Administración del Estado-

Administración de la Comunidad Autónoma del País Vasco, ha adoptado el 

siguiente Acuerdo: 

 

1º. Iniciar negociaciones para resolver las discrepancias suscitadas en 

relación con los artículos 2, 14, 15, 20, 26, 29, 60, 62, 63, 64, 67, 68, 72, 73, 

76, 104, 106, la disposición final quinta, el Anexo II. D y el Anexo II. G de la 

Ley 10/2021, de 9 de diciembre, de Administración Ambiental de Euskadi. 

 

2º. Designar un Grupo de Trabajo para proponer a la Comisión Bilateral de 

Cooperación la solución que proceda. 

 

3º. Comunicar este Acuerdo al Tribunal Constitucional a los efectos previstos 

en el artículo 33.2 de la Ley Orgánica 2/1979, de 3 de octubre, del Tribunal 

Constitucional, así como insertar el presente Acuerdo en el Boletín Oficial del 

Estado y en el Boletín Oficial del País Vasco. 

 

34. ACUERDO DE LA COMISIÓN BILATERAL DE COOPERACIÓN 

ADMINISTRACIÓN DEL ESTADO-ADMINISTRACIÓN DE LA 

COMUNIDAD AUTÓNOMA DEL PAÍS VASCO EN RELACIÓN CON LA 

LEY 11/2021, DE 23 DE DICIEMBRE, POR LA QUE SE APRUEBAN LOS 

PRESUPUESTOS GENERALES DE LA COMUNIDAD AUTÓNOMA DE 

EUSKADI PARA EL EJERCICIO 2022. 

 

La Comisión Bilateral de Cooperación Administración del Estado-

Administración de la Comunidad Autónoma del País Vasco, ha adoptado el 

siguiente Acuerdo: 
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1º. Iniciar negociaciones para resolver las discrepancias suscitadas en 

relación con el artículo 32 y la disposición adicional quinta de la Ley 11/2021, 

de 23 de diciembre, por la que se aprueban los Presupuestos Generales de 

la Comunidad Autónoma de Euskadi para el ejercicio 2022.  

 

2º. Designar un Grupo de Trabajo para proponer a la Comisión Bilateral de 

Cooperación la solución que proceda. 

 

3º. Comunicar este Acuerdo al Tribunal Constitucional a los efectos previstos 

en el artículo 33.2 de la Ley Orgánica 2/1979, de 3 de octubre, del Tribunal 

Constitucional, así como insertar el presente Acuerdo en el Boletín Oficial del 

Estado y en el Boletín Oficial del País Vasco. 

 

35. ACUERDO DE LA COMISIÓN BILATERAL DE COOPERACIÓN 

ADMINISTRACIÓN GENERAL DEL ESTADO-COMUNIDAD AUTÓNOMA 

DE CANTABRIA EN RELACIÓN CON LA LEY DE CANTABRIA 11/2021, 

DE 23 DE DICIEMBRE, DE MEDIDAS FISCALES Y ADMINISTRATIVAS. 

 

La Comisión Bilateral de Cooperación Administración General del Estado–

Comunidad Autónoma de Cantabria ha adoptado el siguiente acuerdo: 

 

1º.- Iniciar negociaciones para resolver las discrepancias manifestadas en 

relación con el artículo 20 de la Ley 11/2021, de 23 de diciembre, de 

Medidas Fiscales y Administrativas. 

 

2º.- Designar un Grupo de Trabajo para proponer a la Comisión Bilateral de 

Cooperación la solución que proceda. 
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3º.- Comunicar este Acuerdo al Tribunal Constitucional por cualquiera de los 

órganos mencionados en el artículo 33.2 de la Ley Orgánica del Tribunal 

Constitucional, a los efectos que en el propio precepto se contemplan, así 

como insertar el presente Acuerdo en el Boletín Oficial del Estado y en el 

Boletín Oficial de Cantabria. 
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CONSEJO DE MINISTROS 

 

 

1. REQUERIMIENTOS DE INCOMPETENCIA, CONFLICTOS POSITIVOS DE 

COMPETENCIA Y RECURSOS DE INCONSTITUCIONALIDAD 

 

1.1 Requerimientos de incompetencia 
 

Ninguno en este período. 

 

1.2 Conflictos positivos de competencia 

    

Ninguno en este período. 

 

1.3 Recursos de inconstitucionalidad 

 

a) Formulado por el Presidente del Gobierno en relación con la Ley 2/2021, 

de 24 de junio, de medidas para la gestión de la pandemia de COVID-19. 

País Vasco. 

 

La Ley 2/2021, de 24 de junio, tiene por objeto, por un lado, habilitar al 

Ejecutivo autonómico, así como a las diferentes Administraciones 

responsables, para la adopción de aquellas medidas de respuesta ante la 

pandemia de la COVID-19 así como la finalidad de establecer la 

coordinación de todas las actuaciones necesarias para hacer frente a la 

crisis de salud pública generada por la pandemia.  Se funda para ello en un 

conjunto de bases legales y competenciales. 
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Los problemas de constitucionalidad que presenta la ley autonómica 

impugnada se limitan al artículo 14.3 de la norma, relativo a la vacunación 

obligatoria. 

 

Los motivos de inconstitucionalidad de la previsión en una ley autonómica de 

la vacunación obligatoria respecto de la covid-19, se fundamentan, de un 

lado, en que la Constitución Española atribuye al Estado la competencia 

exclusiva para regular «las condiciones básicas que garanticen la igualdad 

de todos los españoles en el ejercicio de los derechos y en el cumplimiento 

de los deberes constitucionales» y las «Bases y coordinación general de la 

sanidad» (artículo 149.1, 1ª y 16ª de la Constitución, respectivamente). Son 

estos dos títulos competenciales los que aparecen conculcados por la 

disposición autonómica. 

 

En cuanto al artículo 149.1.1ª de la Constitución, sólo el Estado tiene la 

capacidad para dictar Leyes Orgánicas (ex art. 81 de la Constitución) 

relativas al desarrollo de los derechos fundamentales y de las libertades 

públicas.  

 

Existe un precedente sustancialmente idéntico al que ocupa la demanda 

interpuesta. La Ley de la Comunidad Autónoma de Galicia 8/2021, de 25 de 

febrero, de modificación de la Ley 8/2008, de 10 de julio, de salud de Galicia, 

establecía también la vacunación obligatoria. En relación con esta cuestión 

se logró llegar a un acuerdo extraprocesal en el seno de Comisión Bilateral 

de Cooperación en el que la Comunidad Autónoma se comprometió a 

modificar el precepto legal que hacía referencia a tal medida, compromiso 

que cristalizó en la redacción del artículo 34 de la Ley gallega 18/2021, de 27 

de diciembre, de medidas fiscales y administrativas. En ella se añadía 

disposición adicional segunda de la Ley 8/2008, de 10 de julio, de Salud de 

Galicia que salvaguardaba el carácter voluntario de la vacunación con 
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carácter general y su aplicación siempre de acuerdo con lo establecido para 

cada patología por la Administración General del Estado en el ejercicio de 

sus competencias de coordinación general de la sanidad, en la estrategia 

nacional de vacunación que esté vigente en cada momento y en el marco de 

lo que determine el Consejo Interterritorial del Sistema Nacional de Salud. 

 

Una Ley autonómica no puede establecer «determinaciones» respecto de la 

vacunación obligatoria de la COVID-19 únicamente invocando la Ley 

Orgánica 3/1986, de 14 de abril, de Medidas Especiales en Materia de Salud 

Pública (LOMESP) como fundamento, dado que esta es una materia que 

habrá de decidirse por el Estado en el marco del Consejo Interterritorial del 

Sistema Nacional de Salud.  

 

Por otro lado, la medida en cuestión vulnera también las bases en materia 

sanitaria, atribuidas al Estado ex art. 149.1.16ª de la Carta Magna. Téngase 

en cuenta que el artículo 2.4 de la Ley 41/2002, de 14 de noviembre, básica 

reguladora de la autonomía del paciente y de derechos y obligaciones en 

materia de información y documentación clínica establece –como principio 

básico– que: «Todo paciente o usuario tiene derecho a negarse al 

tratamiento, excepto en los casos determinados en la Ley. Su negativa al 

tratamiento constará por escrito». 

 

Y es que la decisión sobre una actuación como la vacunación obligatoria 

únicamente podrá realizarse, en su caso, cuando así se establezca por el 

Estado y en el marco de lo que determine el Consejo Interterritorial del 

Sistema Nacional de Salud. Y ello en congruencia con la jurisprudencia 

constitucional en la materia, así como por los acuerdos alcanzados en el 

seno del indicado órgano de cooperación. 
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2. CONTESTACIÓN A REQUERIMIENTOS DE INCOMPETENCIA PROMOVIDOS 

POR COMUNIDADES AUTÓNOMAS 

 

Ninguna en este período. 

 

3. OTROS ACUERDOS 

 

Ninguno en este período. 
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COMUNIDADES AUTÓNOMAS 

 

 

1.  REQUERIMIENTOS DE INCOMPETENCIA, CONFLICTOS POSITIVOS DE 

COMPETENCIA Y RECURSOS DE INCONSTITUCIONALIDAD 

 

1.1 Requerimientos de incompetencia. 

 

a) Formulado por la Generalitat de Cataluña en relación con el Real 

Decreto 1159/2021, de 28 de diciembre, por el que se modifica el Real 

Decreto 907/2007, de 6 de julio, por el que se aprueba el Reglamento de 

la Planificación Hidrológica. 

 

Requerimiento de incompetencia, al amparo de lo dispuesto en el artículo 63 

de la Ley Orgánica 2/1979, de 3 de octubre, del Tribunal Constitucional, por 

considerar que los apartados dos y tres del art. primero y los apartados 

dieciséis, treinta y cuarenta y tres del art. segundo del Real Decreto 

1159/2021, de 28 de diciembre, por el que se modifica el Real Decreto 

907/2007, de 6 de julio, por el que se aprueba el Reglamento de la 

Planificación hidrológica, invaden la competencia de esta Comunidad 

Autónoma en materia de Aguas –artículo 117 Estatuto de Autonomía de 

Cataluña y de Medio Ambiente- artículo144 Estatuto de Autonomía de 

Cataluña. 

1.2 Conflictos positivos de competencia. 

 

Ninguno en este período. 

 

1.3 Recursos de inconstitucionalidad. 
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a) Formulado por la Xunta de Galicia en relación con la Ley 7/2021, de 20 

mayo, de cambio climático y transición energética. 

  

La Xunta de Galicia estima que el artículo 20 contempla la consideración del 

cambio climático en la planificación y gestión de la costa, así como la 

consideración del cambio climático en la gestión de los títulos de ocupación 

del dominio público marítimo terrestre. 

 

Aduce que el artículo genera una inseguridad jurídica dado que no contiene 

una remisión expresa a la ley 2/2013, de 29 de mayo, en aquella parte de la 

misma que no se incorporó a la Ley de Costas y que convive con ésta. Se 

suscita la duda de si el legislador de cambio climático pretende regular 

directamente el régimen jurídico de la gestión de los títulos de ocupación del 

dominio público señalando que la única ley aplicable a dichos efectos es la 

ley de Costas de 1988, o si esa no es su pretensión. 

 

Asimismo, la dicción del artículo le genera grandes dudas interpretativas en 

cuanto a si se está aportando contenido normativo nuevo o no. 

 

Finalmente, alega que la Disposición derogatoria única declara “derogadas 

todas las disposiciones de igual o inferior rango que se opongan a esta ley”. 

No obstante, como señalado antes, la regulación de este precepto, teniendo 

en cuenta la redacción que de la duración de los títulos de ocupación del 

dominio público marítimo terrestre se contiene en el artículo 20, da lugar a 

grandes dudas interpretativas. Así, cabe sostener que el efecto derogatorio 

no alcanza al régimen de la prórroga extraordinaria establecido por la Ley 

2/2013, y ello con base a la redacción del segundo inciso del apartado 3 del 

artículo 20. 
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2. CONTESTACIÓN A REQUERIMIENTOS DE INCOMPETENCIA PROMOVIDOS 

POR EL ESTADO 

 

Ninguna en este período. 

 

3. OTROS ACUERDOS 

 

Ninguno en este período. 
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II. CONFLICTIVIDAD 
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CONFLICTIVIDAD EN EL AÑO 2021 

================================================================= 

 

Hasta el momento presente existen 4 asuntos pendientes de sentencia ante el Tribunal 

Constitucional, 2 planteados por el Estado (1 Galicia, 1 La Rioja) y 2 planteados por las 

Comunidades Autónomas (1 Canarias, 1 País Vasco). 

 

1. RECURSOS DE INCONSTITUCIONALIDAD: 

 

1.1 Estado 

 

- Estatuto de Personal al servicio del Parlamento de La Rioja aprobado el 

31 de Marzo de 2021. (Pendiente publicación auto desistimiento) 

 

- Ley 8/2021, de 25 de febrero, de modificación de la Ley 8/2008, de 10 de 

julio, de salud de Galicia. (Pendiente publicación auto desistimiento) 

 

1.2 Comunidades Autónomas 

 

- Real Decreto-ley 12/2021, de 24 de junio, por el que se adoptan medidas 

urgentes en el ámbito de la fiscalidad energética y en materia de 

generación de energía, y sobre gestión del canon de regulación y de la 

tarifa de utilización del agua. (Parlamento de Canarias). 

 

2. CONFLICTOS SOBRE DECRETOS: 

 

2.1 Estado 

 

Ninguno en este período. 

 

2.2 Comunidades Autónomas 

 

- Real Decreto 203/2021, de 30 de marzo, por el que se aprueba el 
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Reglamento de actuación y funcionamiento del sector público por medios 

electrónicos. (País Vasco) 

 

3. CONFLICTOS SOBRE OTRAS DISPOSICIONES Y ACTOS: 

 

3.1 Estado 

 

Ninguno en este período. 

 

3.2 Comunidades Autónomas 

 

Ninguno en este período. 

 

4. SENTENCIAS DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL: 

 

Durante el año 2021, el Tribunal Constitucional ha sentenciado 12 asuntos (1 del 

año 2015, 1 del año 2018, 4 del año 2019, 4 del año 2020, 2 del año 2021). 

 
- Sentencia 13/2021 de 28 de enero de 2021, en el recurso de 

inconstitucionalidad 3848-2015. Interpuesto por el Parlamento de Cataluña. en 

relación con diversos preceptos de la Ley Orgánica 4/2015, de 30 de marzo, de 

protección de la seguridad ciudadana.                      

 

- Sentencia 36/2021, de 18 de febrero de 2021 en el conflicto positivo de 

competencia 4088-2019. Promovido por la Comunidad Autónoma de Cataluña 

respecto del Reglamento de adopción internacional aprobado por el Real 

Decreto 165/2019, de 22 de marzo. 

 
- Sentencia 37/2021, de 18 de febrero de 2021 en el conflicto positivo de 

competencia 4709-2019. Promovido por la Comunidad Autónoma del País 

Vasco en relación con el Real Decreto 130/19, de 8 de marzo, por el que se 

regula la Base de Datos Nacional de Subvenciones y la publicidad de las 

subvenciones y demás ayudas públicas. 
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- Sentencia 38/2021, de 18 de febrero de 2021 en el recurso de 

inconstitucionalidad 3681-2020. Interpuesto por el presidente del Gobierno en 

relación con la Ley 7/2019, de 27 de junio, de quinta modificación de la Ley de 

Policía del País Vasco. 

 
- Sentencia 39/2021, de 18 de febrero de 2021 en el conflicto positivo de 

competencia 4491-2020. Promovido por la Comunidad Autónoma de Andalucía 

en relación con el Real Decreto 498/20, de 28 de abril, por el que se desarrolla 

la estructura orgánica básica del Ministerio de Educación y Formación 

Profesional. 

 
- Sentencia 68/2021, de 18 de marzo de 2021 en el recurso de 

inconstitucionalidad 4261-2018. Promovido por la Comunidad Autónoma de 

Aragón en relación con la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del 

Sector Público, por la que se transponen al ordenamiento jurídico español las 

Directivas del Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, 

de 26 de febrero de 2014. 

 

- Sentencia 72/2021, de 18 de marzo de 2021 en el recurso de 

inconstitucionalidad 6835-2019. Promovido por el Presidente del Gobierno en 

relación con la Ley 6/2019, de 20 de febrero, del estatuto de las personas 

consumidoras de Extremadura. 

 

- Sentencia 74/2021, de 18 de marzo de 2021 en el recurso de 

inconstitucionalidad 440-2020. Promovido por el Presidente del Gobierno en 

relación con la Ley del Parlamento de Canarias 6/2019, de 9 de abril, de 

calidad agroalimentaria. 

 
- Sentencia 157/2021, de 16 de septiembre de 2021 en el recurso de 

inconstitucionalidad 315-2020. Promovido por el Presidente del Gobierno en 

relación con la Ley Foral 21/2019, de 4 de abril, de modificación y 

actualización de la Compilación del Derecho Civil Foral de Navarra o Fuero 

Nuevo. 
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- Sentencia 158/2021, de 16 de septiembre de 2021 en el recurso de 

inconstitucionalidad 1140-2021. Promovido por la Generalitat de Cataluña en 

relación con el Real Decreto-ley 20/2020, de 29 de mayo, por el que se 

establece el ingreso mínimo vital. 

 

- Sentencia 185/2021, de 28 de octubre de 2021 en el conflicto de 

competencias 6201-2020. Promovido por el Gobierno de la Nación en relación 

con el Decreto 87/2020, de 9 de diciembre, del Presidente, por el que se 

establece el cierre perimetral de la Comunidad Autónoma de Canarias, en 

aplicación del Real Decreto 926/2020, de 25 de octubre, por el que se declara 

el estado de alarma, para contener la propagación de infecciones causadas 

por el sars-cov-2 

 

- Sentencia 186/2021, de 28 de octubre de 2021 en el recurso de 

inconstitucionalidad 1200-2021. Promovido por el Presidente del Gobierno en 

relación con la Ley del Parlamento de Cataluña 5/2020, de 29 de abril, de 

medidas fiscales, financieras, administrativas y del sector público, y de 

creación del impuesto sobre instalaciones que inciden en el medio ambiente 

 

5. DESISTIMIENTOS: 

 

En el año 2021, el Tribunal Constitucional ha emitido 1 auto de desistimiento (1 

planteado por el Estado). 

 

5.1. Estado 

 

- Decreto-ley 2/2020, de 9 de marzo, de mejora y simplificación de la 

regulación para el fomento de la actividad productiva de Andalucía. 

 

5.2. Comunidades Autónomas 

 

Ninguno hasta el momento presente. 
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5.3 Acordado por el Tribunal Constitucional (Resoluciones) 

 

Ninguno hasta el momento presente. 
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CONFLICTIVIDAD EN EL AÑO 2022 

================================================================= 

 

Hasta el momento presente existen 2 asuntos pendientes de sentencia ante el Tribunal 

Constitucional, 1 planteado por el Estado (1 País Vasco) y 1 planteado por las 

Comunidades Autónomas (1 Galicia). 

 

1. RECURSOS DE INCONSTITUCIONALIDAD: 

 

1.1 Estado 

 
Ley 2/2021, de 24 de junio, de medidas para la gestión de la pandemia de 

COVID-19. País Vasco. 

 

1.3 Comunidades Autónomas 

 

- Ley 7/2021, de 20 mayo, de cambio climático y transición energética 

(Xunta de Galicia). 

 

2. CONFLICTOS SOBRE DECRETOS: 

 

2.1 Estado 

 

Ninguno en este período. 

 

2.2 Comunidades Autónomas 

 

Ninguno en este período. 

 

3. CONFLICTOS SOBRE OTRAS DISPOSICIONES Y ACTOS: 

 

3.1 Estado 
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Ninguno en este período. 

 

3.2 Comunidades Autónomas 

 

Ninguno en este período. 

 

4. SENTENCIAS DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL: 

 

En lo que va de año, el Tribunal Constitucional ha sentenciado 4 asuntos (4 del 

año 2021). 

 
- Sentencia 18/2022 de 9 de febrero de 2022, en el recurso de 

inconstitucionalidad 2721-2021. Interpuesto por el Presidente del Gobierno en 

relación con la Ley del Parlamento de Cataluña 8/2020, de 30 de julio, de 

ordenación del litoral.  

 

- Sentencia 21/2022 de 9 de febrero de 2022, en el recurso de 

inconstitucionalidad 6179-2021. Interpuesto por el Presidente del Gobierno en 

relación con la Ley del Principado de Asturias 3/2020, de 30 de diciembre, de 

Presupuestos Generales para 2021 que modifica el Texto refundido de las 

disposiciones legales del Principado de Asturias en materia de tributos cedidos 

por el Estado, aprobado mediante Decreto Legislativo 2/2014, de 22 de 

octubre. 

 
- Sentencia 28/2022 de 24 de febrero de 2022, en el recurso de 

inconstitucionalidad 5389-2021. Interpuesto por el Presidente del Gobierno en 

relación con el Decreto-ley del Gobierno de la Generalitat de Cataluña 37/2020, 

de 3 de noviembre, de refuerzo de la protección del derecho a la vivienda ante 

los efectos de la pandemia de la Covid-19. 

 

- Sentencia 29/2022 de 24 de febrero de 2022, en el recurso de 

inconstitucionalidad 6003-2021. Interpuesto por el Parlamento de Canarias en 

relación con la Ley 11/2021, de 9 de julio, de medidas de prevención y lucha 

contra el fraude fiscal, dictada en transposición de la Directiva (UE) 2016/1164, 
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del Consejo, de 12 de julio de 2016, por la que se establecen normas contra las 

prácticas de elusión fiscal que inciden directamente en el funcionamiento del 

mercado interior, de modificación de diversas normas tributarias y en materia 

de regulación del juego. 

 

5. DESISTIMIENTOS: 

 

5.1. Estado 

 

Ninguno hasta el momento presente. 

 

5.2. Comunidades Autónomas 

 

Ninguno hasta el momento presente. 

 

5.3 Acordado por el Tribunal Constitucional (Resoluciones) 

 

Ninguno hasta el momento presente. 
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III. CUADROS ESTADÍSTICOS









RECURSOS

LEYES DECRETOS OTRAS DISP. TOTAL

País Vasco

Cataluña

Galicia 1 1

Andalucía

Principado de Asturias

Cantabria

La Rioja

Región de Murcia

Comunidad Valenciana

Aragón

Castilla-La Mancha

Canarias

Comunidad Foral de Navarra

Extremadura

Illes Balears

Madrid

Castilla y León

TOTAL 1 1

* Asuntos pendientes ante el Tribunal Constitucional

CONFLICTOS

COMUNIDADES AUTÓNOMAS CONTRA 

ESTADO (2022)*






















































